ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / CONTEO DEL TÉRMINO DE CADUCIDAD DE LA ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / TÉRMINO DE CADUCIDAD DE LA ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / CÓMPUTO DEL TÉRMINO DE CADUCIDAD DE LA ACCIÓN REPARACIÓN DIRECTA / SUSPENSIÓN DEL TÉRMINO DE CADUCIDAD DE LA ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / SUSPENSIÓN DEL TÉRMINO DE CADUCIDAD DE LA CONCILIACIÓN PREJUDICIAL / SUSPENSIÓN DEL TÉRMINO DE CADUCIDAD DE LA SOLICITUD DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL / SUSPENSIÓN DEL TÉRMINO DE CADUCIDAD DE LA SOLICITUD DE CONCILIACIÓN PREJUDICIAL / DERECCHO DE ACCIÓN / DEMANDA EN TIEMPO / PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA EN TIEMPO / INEXISTENCIA DE CADUCIDAD DE LA ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / SUSPENSIÓN DEL TÉRMINO JUDICIAL / SOLICITUD DE CONCILIACIÓN JUDICIAL CONTENCIOSA ADMINISTRATIVA / DÍA HÁBIL / DÍA INHABIL – Debe suspenderse el conteo 

Las normas aducidas por el tribunal son las correctas, éstas son los artículos 61 de la ley 23 de 1991 y el 10 del decreto 173 de 1993, en los que se establecía que el trámite conciliatorio suspendía el término de caducidad por un término no mayor a 60 días o  “cuando sin haber precluido el interesado acredite que acudió ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo”, como prescribe la última disposición citada. (…) Se encuentra establecido, entonces, que la solicitud fue presentada cuatro días antes de vencer el término para presentar la demanda, ya que si el hecho acaeció el 25 de octubre de 1994, al fracasar la conciliación el 2 de febrero de 1995, se restablecía el plazo de caducidad, de acuerdo con la parte final del citado artículo 10 del decreto 173 de 1993, aunque no hubieran vencido los 60 días establecidos en el artículo 61 de la ley 23 de 1991, que se completaban el 10 de febrero siguiente. Sin embargo, el Tribunal se equivocó al contabilizar los cuatro días que faltaban para presentar el libelo demandatorio, pues el término comenzaba a correr el viernes 3 de febrero de 1995, se reanudaba el lunes 6 y vencía el miércoles 8, cuando fue presentada la demanda (…); el sábado 4 y domingo 5, eran días vacantes, por lo que debían suprimirse del conteo del plazo, conforme al artículo 62, de la ley 4 de 1913, modificada por la ley 19 de 1958. De acuerdo con lo anterior, la demanda fue presentada en tiempo y en consecuencia se debe proceder a considerar las pretensiones de la demanda.

FUENTE FORMAL: LEY 23 DE 1991 – ARTÍCULO 61 / DECRETO 173 DE 1993 – ARTÍCULO 10 / LEY 4 DE 1913 – ARTÍCULO 62

OBJECIÓN AL DICTAMEN PERICIAL / OBJECIÓN POR ERROR GRAVE EN EL DICTAMEN PERICIAL / PROCEDENCIA DE ERROR GRAVE EN EL DICTAMEN PERICIAL – Equivocación trascendente de los peritos / ERROR GRAVE EN EL DITAMEN PERICIAL – Falla que conduce a conclusiones equivocadas

[S]e resolverá la objeción formulada, en cumplimiento del mandato contenido en el numeral 6 del artículo 238 del Código de Procedimiento Civil. (…) para que se configure el “error grave”, en el dictamen pericial, se requiere de la existencia de una equivocación en materia trascendente por parte de los peritos, una falla que tenga entidad suficiente para llevarlos a conclusiones igualmente equivocadas, tal y como lo exigen los numerales 4 y 5 del artículo 238 del Código de Procedimiento Civil.

FUENTE FORMAL: CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL - ARTÍCULO – ARTÍCULO 238 NUMERAL 4 / CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL - ARTÍCULO – ARTÍCULO 238 NUMERAL 5 / CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL - ARTÍCULO 238 NUMERAL 6 

NOTA DE RELATORÍA:  Respecto de la objeción por error grave contra el dictamen pericial y sus especiales condiciones, ver auto de la Corte Suprema de Justicia, del 8 de septiembre de 1993, Exp. 3446, M.P. Carlos Esteban Jaramillo Schloss. 

OBJECIÓN AL DICTAMEN PERICIAL / OBJECIÓN POR ERROR GRAVE EN EL DICTAMEN PERICIAL / PROCEDENCIA DE ERROR GRAVE EN EL DICTAMEN PERICIAL / ERROR GRAVE EN EL DICTAMEN PERICIAL / INEXISTENCIA DE ERROR GRAVE – La parte expresó inconformidad sobre la forma como se tasaron los perjuicios, lo que no constituye error 
Para la Sala estas objeciones no constituyen error grave del peritazgo. Más bien, se trata de una inconformidad manifiesta sobre la forma como se calcularon los perjuicios materiales en favor de la parte demandante, puesto que no se tuvo en cuenta la depreciación del valor de los bienes por el uso normal de las cosas, lo que generó un exceso en el monto real de los perjuicios liquidados.  (…) En este orden de ideas, la objeción formulada carece de fundamento, y por tanto no está llamada a prosperar.

VALORACIÓN PROBATORIA / VALOR PROBATORIO DE LA FOTOGRAFÍA / FECHA DE LA FOTOGRAFÍA – No determinada / AUSENCIA DE RATIFICACIÓN / AUSENCIA DE RECONOCIMIENTO / AUSENCIA DE VALOR PROBATORIO / 

Ahora bien, se advierte que respecto de las fotografías que la parte actora allegó con la demanda, y que pretenden demostrar la ocurrencia del hecho, no se hará valoración alguna, pues carecen de mérito probatorio, como quiera que sólo dan cuenta del registro de varias imágenes, sobre las cuales no es posible determinar su origen, ni el lugar, ni la época en que fueron tomadas, y al carecer de reconocimiento o ratificación no pueden ser cotejadas con otros medios de prueba allegados al proceso.

VALORACIÓN PROBATORIA / VALOR PROBATORIO DE LA DECLARACIÓN EXTRAJUICIO / CARENCIA DE MÉRITO PROBATORIO /   

los testimonios extrajuicio que obran en el proceso, no pueden ser tenidos como prueba, puesto que no fueron practicados de conformidad con el inciso segundo del artículo 229, 298 y 299 del C.P.C.-

FUENTE FORMAL: CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL - ARTÍCULO 229 / CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL - ARTÍCULO 298 / CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL - ARTÍCULO 299

VALORACIÓN PROBATORIA / VALOR PROBATORIO DE LAS COPIAS SIMPLES / COPIA SIMPLE / VALOR PROBATORIO DE LA COPIA SIMPLE / PRUEBA TRASLADADA / COPIA AUTÉNTICA / INVESTIGACIÓN DISCIPLINARIA / POLICÍA NACIONAL / PRINCIPIO DE CONTRADICCIÓN DE LA PRUEBA / PROCESO PENAL    

En igual sentido, se advierte que los documentos allegados en copia simple con la demanda no serán valorados, conforme a lo dispuesto por el art. 254 del C.P.C. Asimismo, se observa que en el proceso obra copia auténtica de la investigación disciplinaria adelantada por la Policía Nacional contra el CT. (…), y si bien sólo fue solicitada como prueba trasladada por la parte actora sin que a la petición se adhiriera la entidad demandada, puede ser valorada en consideración a que la Sala ha determinado, en jurisprudencia reiterada, que los medios suasorios obrantes en ellos fueron practicados con audiencia de la demandada, por cuanto esa entidad intervino en el proceso original. De otro lado, la Sala advierte que las pruebas obrantes en la investigación penal (…) pueden ser valoradas, pues fueron coadyuvadas por el demandado, de allí que se cumple con lo prescrito en el artículo 185 del Código de Procedimiento Civil, para el traslado de pruebas.

FUENTE FORMAL: CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL - ARTÍCULO – ARTÍCULO 254 / CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL - ARTÍCULO – ARTÍCULO 185 

NOTA DE RELATORÍA: Al respecto, consultar sentencias del 18 de septiembre de 1997, Exp. 9666; C.P. Ricardo Hoyos Duque; del 8 de febrero de 2001, Exp. 13254; del 17 de mayo de 2001, Exp.12370; del 21 de febrero de 2002, Exp. 05001-23-31-000-1993-0621-01(12789); C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez.

ACTO SUJETO A REGISTRO / TRADICIÓN DEL BIEN INMUEBLE / OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PÚBLICOS / COPIA SIMPLE / ESCRITURA PÚBLICA / TÍTULO / MODO / PRUEBA DE LA PROPIEDAD / DAÑO AL BIEN INMUEBLE / REQUISITO AD SUBSTANTIAM ACTUS   

[L]a única forma conocida, para efectuar la tradición de inmuebles, es la de inscripción del título en la oficina de registro de instrumentos públicos (…) De lo expuesto, se tiene que (…), no acreditaron la condición de propietarios de los inmuebles afectados, como quiera que en el proceso no obra copia auténtica de las escrituras públicas y de los folios de matrícula mediante los cuales se haya transferido e inscrito la propiedad. (…) [L]os demandantes no comprobaron su condición de propietarios, cuando debían hacerlo, conforme al artículo 177 del Código de Procedimiento Civil, ya que por tratarse de un bien inmueble eran necesarias las copias auténticas de las escrituras públicas y de los folios de matrícula inmobiliaria de los predios, esto es, título y modo, como lo establece el artículo 756 de Código Civil. Lo anterior, en virtud de que dichos documentos públicos no pueden ser sustituidos por otros, como lo prescribe el artículo 265 del Código de Procedimiento Civil, como quiera que se trata de un requisito ad substantiam actus.

FUENTE FORMAL: CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL - ARTÍCULO – ARTÍCULO 756 / CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL - ARTÍCULO – ARTÍCULO 265

DAÑO ANTIJURÍDICO / ATAQUE GUERRILLERO / DESTRUCCIÓN DEL BIEN / DAÑO A LA PROPIEDAD / DAÑO OCASIONADO POR MIEMBROS DEL GRUPO AL MARGEN DE LA LEY / CONFIGURACIÓN DEL DAÑO ANTIJURÍDICO / RUPTURA DEL EQUILIBRIO DE LAS CARGAS PÚBLICAS / ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA  

El daño se encuentra probado frente a los anteriores demandantes en el caso sub examine, pues está acreditado que a causa del ataque guerrillero, se afectaron o destruyeron varios bienes muebles de su propiedad, lo que se comprobó con los diferentes medios probatorios relacionados en el capítulo anterior. Así las cosas, los actores acreditaron que padecieron una lesión o afectación a un interés jurídicamente tutelado, que no estaban en la obligación jurídica de tolerar, circunstancia entitativa de la existencia del daño antijurídico.  

NOTA DE RELATORÍA: Respecto del contenido y alcance del concepto de daño antijurídico, ver sentencias de 8 de mayo de 1995, Exp. 8118; 5 de agosto de 2004, Exp. 14358; C.P. Germán Rodríguez Villamizar y, 7 de diciembre de 2005, Exp. 14065; C.P. Ramiro Saavedra Becerra. 

DAÑO ANTIJURÍDICO / ATAQUE GUERRILLERO / DESTRUCCIÓN DEL BIEN / DAÑO A LA PROPIEDAD / DAÑO OCASIONADO POR MIEMBROS DEL GRUPO AL MARGEN DE LA LEY / CONFIGURACIÓN DEL DAÑO ANTIJURÍDICO / RUPTURA DEL EQUILIBRIO DE LAS CARGAS PÚBLICAS / ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / FALLA EN EL SERVICIO / CONFIGURACIÓN DE LA FALLA EN EL SERVICIO / RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR OMISIÓN – Omisión en adoptar medidas para precaver un ataque armado / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR FALLA EN EL SERVICIO DE LA POLICÍA NACIONAL / FALLA EN EL SERVICIO - Conocimiento previo de la intención subversiva / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR FALLA EN EL SERVICIO DE LA POLICÍA NACIONAL – La Policía Nacional nada hizo para reducir, neutralizar o contrarrestar el ataque subversivo  

La valoración en conjunto de los medios probatorios relacionados, es lo suficientemente indicativa de que los daños causados a los demandantes, fueron producto de la omisión de la Policía Nacional, al no tomar las medidas pertinentes para contrarrestar una ofensiva de un grupo al margen de la ley contra la Estación de Policía de un municipio localizado, por cierto, en zona roja, es decir, con alto riesgo de orden público. (…) a pesar de que la Fuerza Pública tuvo conocimiento previo de la intención subversiva, que posteriormente se materializó mediante los hechos a que se ha venido haciendo alusión, lo cierto es que no se diseñaron con suficiente anticipación planes efectivos y serios de contingencia o de reacción inmediata, de lo cual se infiere que la entidad demandada no sólo no adoptó las medidas indispensables para evitar, disuadir o prevenir el ataque de manera efectiva sino que, nada hizo para reducirlo, neutralizarlo o al menos contrarrestarlo.

LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA / DAÑO ANTIJURÍDICO / ATAQUE GUERRILLERO / DESTRUCCIÓN DEL BIEN / DAÑO A LA PROPIEDAD / DAÑO OCASIONADO POR MIEMBROS DEL GRUPO AL MARGEN DE LA LEY / INTERPRETACIÓN DE LA DEMANDA – Si bien uno de los demandantes mencionó estar legitimado, no deprecó indemnización / PRINCIPIO DE CONGRUENCIA 

En primer lugar, se advierte que si bien el señor Javier Henao Camacho, en la demanda señaló estar legitimado en la causa por activa por la destrucción de varios bienes muebles de su propiedad, en el ataque subversivo, en el capítulo de pretensiones no se deprecó indemnización por este perjuicio, motivo por el cual la Sala se abstendrá de realizar un reconocimiento del mismo.

INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS / DAÑO EMERGENTE / FACTURA / VALOR PROBATORIO DE LA FACTURA – De bienes adquiridos para establecimiento de comercio / VALOR PROBATORIO DE LA PRUEBA PERICIAL / LIBERTAD PROBATORIA – Para acreditar la propiedad de un establecimiento de comercio / MEDIOS DE PRUEBA / LIBRE APRECIACIÓN DE LA PRUEBA / PRUEBA TESTIMONIAL / VALOR PROBATORIO DE LA PRUEBA TESTIMONIAL – Sobre propiedad de laboratorio clínico  

En cuanto al perjuicio material en la modalidad de daño emergente solicitado por (…), se encuentra acreditado, como quiera que obran en el proceso las facturas originales de los bienes que adquirió para el establecimiento de comercio de su propiedad, los que además se encuentran relacionados en el dictamen pericial. Sobre el punto de la prueba de la propiedad del establecimiento de comercio, es preciso señalar, que si bien cierto que para acreditar su titularidad se requiere original o copia auténtica del certificado de la cámara de comercio, la Sala, en anteriores oportunidades, ha señalado que ésta no es la única prueba para demostrar aquella circunstancia, ya que en su ausencia se puede acudir a otros medios probatorios, en desarrollo del principio de la libre apreciación de la misma; en el sub lite, de los diferentes testimonios se puede establecer la titularidad del derecho de dominio (…) sobre el establecimiento de comercio “Laboratorio Clínico Central”.

NOTA DE RELATORÍA: Al respecto, ver sentencia de 9 de junio de 2010, expediente 18.536 C.P. Mauricio Fajardo Gómez.

DAÑO ANTIJURÍDICO / ATAQUE GUERRILLERO / DAÑO OCASIONADO A MIEMBRO DE LA FUERZA PÚBLICA / MUERTE DE AGENTE DE LA POLICÍA NACIONAL / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR MUERTE DE AGENTE DE LA FUERZA PÚBLICA / FALLA EN EL SERVICIO / RÉGIMEN SUBJETIVO DE RESPONSABILIDAD / MUERTE DE AGENTE – No devino del riesgo propio sino de la falla en el servicio
En primer lugar, se debe señalar que el policía (…), si bien debía asumir los riesgos propios del servicio, ello no implicaba que tuviera que soportar las fallas en las que incurrió la administración, pues es evidente en el asunto sub lite que la muerte del agente, no provino propiamente del riesgo de la actividad policial que desempeñaba, sino de la falla del servicio en que incurrió la entidad demandada. (…) en estos eventos se debe aplicar el régimen de falla del servicio, que se configura cuando a los funcionarios se les somete a un riesgo superior al que normalmente deben soportar con ocasión de su actividad. La Sala ha entendido que la afectación de los derechos a la vida e integridad personal del militar profesional es un riesgo propio del servicio, que prestan en cumplimiento de operaciones o misiones militares. Al Estado no se le puede atribuir responsabilidad alguna por la concreción de los mismos, a menos que se demuestre que la lesión o muerte deviene de una falla del servicio, que consiste en el sometimiento del afectado a un riesgo mayor que al de sus demás compañeros, con quienes desarrollaba la misión encomendada.

NOTA DE RELATORÍA: Sobre el particular, consultar sentencia del 7 de septiembre de 1998, Exp. 10921 y de 20 de septiembre de 2001, Exp. 13553, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez.

INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS / PRESUNCIÓN DEL DAÑO MORAL / REGLAS DE LA EXPERIENCIA/ DAÑO ANTIJURÍDICO / ATAQUE GUERRILLERO / DAÑO OCASIONADO A MIEMBRO DE LA FUERZA PÚBLICA / MUERTE DE AGENTE DE LA POLICÍA NACIONAL / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR MUERTE DE AGENTE DE LA FUERZA PÚBLICA / FALLA EN EL SERVICIO / RÉGIMEN SUBJETIVO DE RESPONSABILIDAD / MUERTE DE AGENTE 

[E]stablecido el parentesco (…), se da por probado el perjuicio moral en los actores con ocasión de la muerte de su padre y esposo, en cuanto las reglas de la experiencia hacen presumir que el sufrimiento de un pariente cercano causa un profundo dolor y angustia en quienes conforman su núcleo familiar, en atención a las relaciones de cercanía, solidaridad y afecto, además de la importancia que dentro del desarrollo de la personalidad del individuo tiene la familia como núcleo básico de la sociedad.

INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS / PERJUICIO MATERIAL / LUCRO CESANTE / PRUEBA DOCUMENTAL / CERTIFICACIÓN LABORAL / RECONOCIMIENTO DE PRESTACIONES SOCIALES / DEDUCCIÓN DE GASTOS DE SOSTENIMIENTO / GASTOS DE MANUTENCIÓN 

[El agente fallecido] era miembro de la Policía Nacional (…) Por lo anterior, y como quiera que los actores acreditaron el parentesco con el señor (…), habrá lugar a acceder a la pretensión de lucro cesante. (…) De lo anterior, se advierte que el salario que devengaba el AG. (…) traído a valor presente es superior al salario mínimo mensual vigente, por lo que para efectos de liquidarlo (…) será incrementado en un 25% por concepto de prestaciones sociales (…), y de este monto se reducirá un 25%, correspondiente al porcentaje que dedicaba a sus gastos personales. 

CAUSAL EXCLUYENTE DE RESPONSABILIDAD DEL ESTADO / IMPUTACIÓN / ELEMENTOS DE RESPONSABILIDAD DEL ESTADO / DAÑO ANTIJURÍDICO / ATAQUE GUERRILLERO / DAÑO CAUSADO EN EL MARCO DE UN CONFLICTO ARMADO INTERNO / DAÑOS CAUSADOS A CIVILES DURANTE CONFLICTO ARMADO / CONFLICTO ARMADO / POLICÍA NACIONAL / GUERRILLA
[E]l daño tuvo origen cuando se desarrollaba una confrontación armada entre el Estado y la guerrilla, lo que significa que se originó en medio de una actividad legítima de la organización pública como lo es la defensa y mantenimiento del orden público. Ahora bien, en el plano fáctico, la Policía Nacional ejercía legítimamente la defensa de la institucionalidad, por lo que asumió una posición de garante frente a las personas que podían verse afectadas en la ejecución o desarrollo de la respectiva operación. 

ELEMENTOS DE RESPONSABILIDAD DEL ESTADO / DAÑO ANTIJURÍDICO / ATAQUE GUERRILLERO / DAÑO CAUSADO EN EL MARCO DE UN CONFLICTO ARMADO INTERNO / POSICIÓN DE GARANTE / POSICIÓN DE GARANTE DEL ESTADO RESPECTO DE PERSONAS EXPUESTAS A RIESGO EXTRAORDINARIO 
En efecto, una de las causales que establece la ley para predicar una posición de garante consiste tener el control de una fuente de riesgo, en otras palabras, la ley asigna posición de garante en cabeza de la persona que interviene o administra una fuente de riesgo, el que puede tener la connotación de lícito o ilícito, motivo por el que si se llega a concretar esa elevación del riesgo permitido, el daño será imputable o atribuible desde el plano fáctico o material. 

DAÑO ANTIJURÍDICO / ATAQUE GUERRILLERO / DAÑO OCASIONADO A LA POBLACIÓN CIVIL / CONFLICTO ARMADO / DAÑO CAUSADO EN EL MARCO DE UN CONFLICTO ARMADO INTERNO / DAÑOS CAUSADOS A CIVILES DURANTE CONFLICTO ARMADO / CONFLICTO ARMADO / POLICÍA NACIONAL / GUERRILLA / INFARTO / FUEGO CRUZADO / POSICIÓN DE GARANTE / POSICIÓN DE GARANTE DEL ESTADO RESPECTO DE PERSONAS EXPUESTAS A RIESGO EXTRAORDINARIO / DAÑO ESPECIAL
En el caso concreto se tiene que el señor (…) murió el 25 de octubre de 1992, como causa de un infarto cardíaco que sufrió mientras estaba sometido al fuego cruzado entre la institucionalidad y la subversión, razón que permite concluir que el Estado asumió posición de garante respecto a la vida, integridad y bienes del mismo, ya que en ejercicio de la actividad lícita de defensa frente a un ataque armado de un grupo terrorista, generó por su parte una elevación del riesgo normalmente permitido, lo que supone la asunción de posición de garante ante los asociados que se ven comprometidos en medio de ese tipo de reacciones militares; lo anterior se torna trascendente, en la medida en que no importa que materialmente el daño provenga de un tercero (delincuentes) o de la propia administración, es decir, que la posición de garante comprende tanto la acción como la omisión en este tipo de eventos. 

NOTA DE RELATORÍA: Sobre el título de imputación de daño especial, ver sentencia del 3 de mayo de 2007, Exp. 16696, C.P. Enrique Gil Botero, sentencia del 16 de julio de 2008, Exp. 15821, C.P. Myriam Guerrero de Escobar y de 27 de enero de 2000, de 16 de julio de 2008; C.P. Guillermo González Charry.

DAÑO ESPECIAL / DAÑO ESPECIAL DE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO DE CARÁCTER OBJETIVO / IMPUTACIÓN DEL DAÑO ESPECIAL / RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR DAÑO ESPECIAL / TEORÍA DEL DAÑO ESPECIAL - Actividad lícita del Estado / RUPTURA DEL EQUILIBRIO DE LAS CARGAS PÚBLICAS 
[E]l daño especial constituye un título jurídico de imputación que sirve para atribuir la responsabilidad en cabeza de la administración pública cuando la afectación irrogada tiene su origen en una actividad lícita del Estado, sin que tenga que provenir directamente de la concreción de la actividad pública en sentido material o fenomenológico, es decir, es posible que en el plano material (ser) el daño haya sido producido por un tercero (v.gr. delincuentes o terroristas), pero en la dimensión de la imputación (deber ser) sea atribuido en cabeza de la administración pública, en tanto que fue producido dentro de la prestación o ejecución de una actividad lícita por parte del Estado que rompió las cargas públicas. 

DAÑO ANTIJURÍDICO / ATAQUE GUERRILLERO / DAÑO OCASIONADO A LA POBLACIÓN CIVIL / CONFLICTO ARMADO / DAÑO CAUSADO EN EL MARCO DE UN CONFLICTO ARMADO INTERNO / DAÑOS CAUSADOS A CIVILES DURANTE CONFLICTO ARMADO / CONFLICTO ARMADO / POLICÍA NACIONAL / GUERRILLA / INFARTO – Por miedo que causó la incursión subversiva al municipio / FUEGO CRUZADO – Generó disturbio emocional en la víctima / POSICIÓN DE GARANTE / POSICIÓN DE GARANTE DEL ESTADO RESPECTO DE PERSONAS EXPUESTAS A RIESGO EXTRAORDINARIO / DAÑO ESPECIAL / ENFRENTAMIENTO ARMADO / TOMA GUERRILLERA / RUPTURA DEL EQUILIBRIO DE LAS CARGAS PÚBLICAS / CONFIGURACIÓN DE RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR FALLA EN EL SERVICIO / SÍNDROME DE ESTRÉS / PATOLOGÍA CARDIOVASCULAR 
De acuerdo con los medios probatorios relacionados, se tiene que el óbito del señor (…) ocurrió como consecuencia directa de la impresión y del miedo que causó la incursión subversiva al municipio (…). [E]l señor (…) fue expuesto a un disturbio emocional que le generó una impresión de tal magnitud, que precipitó el colapso y la muerte repentina. Es de público conocimiento que la incertidumbre y la zozobra que generan los enfrentamientos armados en una población pueden causar altos niveles de tensión sicológica, y que, de forma eventual, podrían producirse daños excepcionales como por el que ahora se demanda. En el asunto sub examine, se acreditó que el deceso (…) ocurrió durante la toma guerrillera, lo que permite a la Sala concluir o inferir que éste se produjo con ocasión del enfrentamiento que mantuvieron las fuerzas legales del Estado contra los subversivos en la población de Arboletes, razón por la que los daños que se originan en este tipo de enfrentamientos o ataques rompen el principio de igualdad de las cargas públicas de quienes lo padecen, toda vez que el ordenamiento jurídico no establece el deber de soportar la afectación a derechos, bienes o intereses legítimos que ese tipo de confrontaciones lleva aparejado. (…) Así las cosas, si el infarto que aquejó al señor (…) fue producto de la toma guerrillera y, por consiguiente, los daños derivados a partir de esa actuación son imputables al Estado vía la configuración de un daño especial y anormal, resulta inexorable concluir que también es atribuible a la administración pública la muerte o el deceso del mencionado ciudadano. 

NOTA DE RELATORÍA: Sobre la imputación de daños que se concretan por la actividad –directa o indirecta– de delincuentes que hostigan a la institucionalidad, ver sentencia del 3 de mayo de 2007, Exp. 16696; C.P. Enrique Gil Botero. 

INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS / DAÑO MORAL / PRESUNCIÓN DEL DAÑO MORAL / DAÑO ANTIJURÍDICO / ATAQUE GUERRILLERO / DAÑO OCASIONADO A LA POBLACIÓN CIVIL / CONFLICTO ARMADO / DAÑO CAUSADO EN EL MARCO DE UN CONFLICTO ARMADO INTERNO / DAÑOS CAUSADOS A CIVILES DURANTE CONFLICTO ARMADO / CONFLICTO ARMADO / POLICÍA NACIONAL / GUERRILLA / INFARTO / RECONOCIMIENTO DEL PERJUICIO MORAL / TASACIÓN EN SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES 
La Sala puede dar por probado el perjuicio moral sufrido por los actores con motivo de la muerte de su esposo y padre, en cuanto las reglas de la experiencia hacen presumir que el sufrimiento de un pariente cercano causa un profundo dolor y angustia en quienes conforman su núcleo familiar, en atención a las relaciones de cercanía, solidaridad y afecto, además de la importancia que dentro del desarrollo de la personalidad del individuo tiene la familia como núcleo básico de la sociedad. En este orden, se accederá a los requerimientos solicitados en la demanda motivo por el cual los perjuicios morales serán decretados, previa aclaración de que conforme a lo expresado en sentencia del 6 de septiembre de 2001, esta Sala ha abandonado el criterio según el cual se consideraba procedente la aplicación analógica del artículo 106 del Código Penal de 1980, para establecer el valor de la condena por concepto de perjuicio moral, y ha considerado que la valoración del mismo debe ser hecha por el juzgador en cada caso según su prudente juicio, y ha sugerido la imposición de condenas por la suma de dinero equivalente a cien (100) salarios mínimos legales mensuales, en los eventos en que aquél se presente en su mayor grado. 

FUENTE FORMAL: CÓDIGO PENAL – ARTÍCULO 106

NOTA DE RELATORÍA: Al respecto, ver sentencia del 6 de septiembre de 2001, Exp. 13232-15646.

INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS / DAÑO MATERIAL / DAÑO ANTIJURÍDICO / ATAQUE GUERRILLERO / DAÑO OCASIONADO A LA POBLACIÓN CIVIL / CONFLICTO ARMADO / DAÑO CAUSADO EN EL MARCO DE UN CONFLICTO ARMADO INTERNO / DAÑOS CAUSADOS A CIVILES DURANTE CONFLICTO ARMADO / CONFLICTO ARMADO / POLICÍA NACIONAL / GUERRILLA / INFARTO / AUSENCIA DE PRUEBA / ACTIVIDAD COMERCIAL / LUCRO CESANTE / PRESUNCIÓN DE QUE TODA PERSONA EN EDAD PRODUCTIVA DEVENGA / TASACIÓN EN SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES / TASACIÓN DEL PERJUICIO MATERIAL EN LA MODALIDAD DE LUCRO CESANTE 
Para la Sala, los medios probatorios relacionados no dan certeza sobre las ganancias que le generaba la actividad comercial que ejercía el señor (…), pero lo cierto es que de conformidad con los testimonios se puede colegir que éste, era una persona activa y con capacidad productiva, en consecuencia, habrá lugar a acceder a la pretensión de lucro cesante solicitada (…), para lo cual se liquidará el perjuicio con base en los criterios y fórmulas aplicadas en la actualidad por la jurisprudencia de la Sección. (…) A efecto de liquidarlo, se tendrá como salario base el mínimo mensual legal vigente, pues las reglas de la sana crítica enseñan que una persona laboralmente activa, no podría devengar menos de este monto (…); adicionalmente, dicho guarismo será incrementado en un 25% por concepto de prestaciones sociales (…), y de este monto se reducirá un 25%, correspondiente al porcentaje que dedicaba a sus gastos personales (…). 

INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS / DAÑO MATERIAL / DAÑO ANTIJURÍDICO / ATAQUE GUERRILLERO / DAÑO OCASIONADO A LA POBLACIÓN CIVIL / CONFLICTO ARMADO / DAÑO CAUSADO EN EL MARCO DE UN CONFLICTO ARMADO INTERNO / DAÑOS CAUSADOS A CIVILES DURANTE CONFLICTO ARMADO / CONFLICTO ARMADO / POLICÍA NACIONAL / GUERRILLA / INFARTO / DAÑO EMERGENTE / GASTOS FUNERARIOS / FACTURA / VALOR PROBATORIO DE LA FACTURA 
De otra parte, se observa que el señor (…), solicitó el reconocimiento del daño emergente, en razón a los gastos funerarios ocasionados con motivo de la muerte de su padre, (…); la prueba allegada que acredita las erogación realizada por aquél, es la factura (…) Por lo tanto, se ordenará el pago de dicha suma, pero actualizada a la fecha de esta providencia.

INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS / DAÑO MORAL / PRESUNCIÓN DEL DAÑO MORAL / DAÑO ANTIJURÍDICO / ATAQUE GUERRILLERO / DAÑO OCASIONADO A LA POBLACIÓN CIVIL / CONFLICTO ARMADO / DAÑO CAUSADO EN EL MARCO DE UN CONFLICTO ARMADO INTERNO / DAÑOS CAUSADOS A CIVILES DURANTE CONFLICTO ARMADO / DAÑO AL BIEN INMUEBLE / DAÑO A LA PROPIEDAD / AUSENCIA DE PRUEBA / INCUMPLIMIENTO DE LA CARGA DE LA PRUEBA / NEGACIÓN DEL PERJUICIO MORAL 

Los actores perjudicados materialmente con la destrucción de los bienes muebles, deprecaron se condenara a la entidad demanda a pagar 500 gramos de oro para cada uno de ellos por concepto de perjuicios morales. Frente a esto encuentra la Sala que ninguna actuación se desplegó para demostrar la cuantificación de esos daños. Así las cosas, se concluye que los demandantes no cumplieron con la carga de probar lo que alegaban de conformidad con el artículo 177 del Código de Procedimiento Civil, por lo que por ese preciso aspecto, no se ordenará condena alguna. 

FUENTE FORMAL: CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL - ARTÍCULO 177

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA

SUBSECCIÓN C

Consejero ponente: ENRIQUE GIL BOTERO
Bogotá, D. C, diecinueve (19) de octubre de dos mil once (2011)

Radicación número: 05001-23-24-000-1995-00198-01(18684)
Actor: ENCARNACIÓN PALENCIA GALVIS Y OTROS
Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA - POLICÍA NACIONAL
Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, contra la sentencia del 18 de febrero de 2000, proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia, en la que se declaró inhibido “por haber ocurrido el fenómeno jurídico de caducidad de la acción” (folio 692, cuaderno principal). 

I.
Antecedentes
1. En demanda presentada el 8 de febrero de 1995, aclarada, corregida y adicionada el 27 de marzo, el 8 de mayo y el 26 de septiembre siguiente, los señores: Encarnación Palencia Galvis; Rosa Matilde Díaz; Nelson Fabra Díaz; Javier Henao Camacho; María Cristina Jiménez Arroyave; Luis Albeiro Cuartas Quiroz; Bertilda Recuero Villalobos; Yeaneth Salazar Barrios; y Sofía Vergara Morelo, quien actúa en nombre propio y en representación de sus hijos menores: Fernán Alonso y Carmen Emilia Tabares Vergara; Zunilda Petro Torres; Libardo, Amparo, Martha Alicia, Luis Carlos, Zunilda María y Jorge Albeiro Bolívar Petro,  solicitaron que se declarara patrimonialmente responsable a la Nación –Ministerio de Defensa, Policía Nacional- por los daños causados a bienes muebles e inmuebles, y por las muertes del agente de policía Carlos Arturo Tabares y del civil Libardo Bolívar Camacho, en hechos ocurridos en Arboletes, Antioquia, el 25 de octubre de 1992.

En consecuencia, pidieron que se condenara a la demandada a pagar: por daño moral, la suma equivalente en pesos a 1.000 gramos de oro, para cada uno de los familiares de los occisos y 500 gramos de oro para cada uno de los afectados por la pérdida de bienes. Por concepto de perjuicios materiales, en la modalidad de daño emergente, a Encarnación Palencia Galvis, $142.025.000; a Rosa Matilde Díaz, $12.277.000; a Javier Henao Camacho, $5.122.500; a Nelson Díaz Fabra, $6.175.000; a Bertilda Recuero Villalobos, $3.581.500; a Yeaneth Salazar Barrios, $1.852.500; a Luis Albeiro Cuartas Quiroz, $8.546.200;  a María Cristina Jiménez Arroyave, $8.644.500 y, a Zunilda Petro Torres, $460.000. Por lucro cesante a Encarnación Palencia Galvis, $4.200.000; a María Cristina Jiménez Arroyave, $7.800.000; a Zunilda Petro Torres, $97.461.000 y, a Sofía Vergara Moreno, $48.205.606.

En respaldo de sus pretensiones, señalaron que en la madrugada de la fecha y en el municipio citado se presentó una incursión guerrillera, en donde los subversivos que se movilizaban en tres vehículos atacaron el comando de la policía, varios inmuebles y establecimientos de comercio, los cuales fueron afectados y además causaron la muerte y lesiones de varias personas, entre ellas varios miembros de la Policía Nacional. La toma de la población era previsible, dados los numerosos polígramas enviados por el comandante de Policía Córdoba al comandante del Distrito de Arboletes, en los que advertía de las amenazas de la guerrilla sobre tal hecho; sin embargo, al momento de la incursión, el comandante del distrito se encontraba en estado de embriaguez, en un hotel de la municipalidad, y tenía la llave del armerillo de la estación donde se encontraban las armas y municiones del personal policial, por lo que la defensa de la población fue mínima, toda vez que sólo pudieron reaccionar los uniformados que habían desobedecido la orden de su superior de mantener las armas en el sitio mencionado; y es por ello que esas circunstancias configuraron una falla del servicio de la demandada.

En el hecho se afectaron los muebles y enseres que se encontraban en los siguientes inmuebles, que también fueron destruidos total o parcialmente: el local de la Caja Agraria, el almacén de la misma entidad; los locales comerciales del Laboratorio Clínico, Comercial San Andresito, Heladería Caballo Blanco, la Oficina de Chance, la Panadería Doripan, Residencias Aristi y los apartamentos de los empleados de la primera entidad, Alberto Cuartas Quiroz, Bertilda Recuero Villalobos, Yeaneth Salazar Barrios y Alma del Carmen Recuero, así como la residencia de Matilde Díaz y Luis Albeiro Cuartas.

Con motivo de la incursión guerrillera murieron el señor Libardo Bolívar Camacho, a causa de un infarto, y el agente de la policía Carlos Arturo Tabares, por impacto de arma de fuego durante el enfrentamiento armado.

2. En auto del 3 de marzo de 1995, se inadmitió el libelo demandatorio para que la parte demandante aportara, entre otros documentos, copia de la solicitud de audiencia de conciliación prejudicial, ante el Procurador 30 en lo Judicial de Medellín. Así mismo, en auto del 24 de abril siguiente, se pidió aclaración respecto de la inclusión o no de uno de los demandantes.

La demanda fue admitida el 31 de mayo de 1995 y notificada en debida forma, y su adición lo fue el 24 de noviembre del mismo año. 

3. En la contestación de la demanda el Ministerio de Defensa adujo el hecho de un tercero, pues el autor fue la guerrilla, y agregó que la muerte del agente Carlos Arturo Tabares fue la concreción de un riesgo propio de la actividad que desempeñaba, para lo cual se establecía el pago de un seguro de vida y otras prestaciones derivadas de ese tipo de eventos. Señaló, que el comportamiento de los miembros de la policía fue valeroso y con el objetivo único de proteger a los residentes en la población atacada. 

4. Terminada la etapa probatoria, iniciada mediante auto del 7 de octubre de 1996, y fracasada la conciliación, se corrió traslado para alegar. El Ministerio Público guardó silencio.

La parte demandante señaló que con los medios de prueba que obraban en el proceso se encontraba acreditado el daño reclamado y la toma guerrillera que dio lugar a ellos; así mismo, obraba la solicitud de investigación disciplinaria y la sanción consecuente contra el capitán de la estación de policía por haber incurrido en faltas, en el ejercicio de mando y en servicio, en la conducción del personal bajo sus órdenes, respecto  de los hechos objeto de la demanda.

La demandada manifestó que era necesario demostrar que el daño fue causado por la administración o alguno de los agentes que la representan; en cuanto a los perjuicios solicitados por daño a bienes, el dictamen pericial que los cuantificó se limitó a actualizar las sumas solicitadas por la parte actora, pues no estaban probados su ocurrencia ni la titularidad de los mismos, por parte de los demandantes.

5. En auto del 12 de agosto de 1999, se decretó prueba de oficio, consistente en que se allegara copia auténtica de la solicitud de conciliación prejudicial de la parte actora y el acta de la audiencia respectiva ante la Procuraduría Judicial 30 ante el Tribunal.

II.
Sentencia de primera instancia

El Tribunal declaró la caducidad de la acción, de acuerdo con los artículos 61 de la ley 23 de 1991 y 10 del decreto 173 de 1993, en los que se prescribía que el trámite de conciliación prejudicial suspendía el término de caducidad por un plazo no mayor a 60 días, o antes si el interesado acudía a la jurisdicción contenciosa administrativa. En el caso concreto, el hecho ocurrió el 25 de octubre de 1992, la solicitud de conciliación prejudicial se presentó el 21 de octubre de 1994, cuatro días antes de vencer el término para presentar la demanda, la audiencia respectiva se celebró el 2 de febrero de 1995; sin embargo, la demanda fue presentada el 8 de febrero siguiente, seis días después, es decir en los dos posteriores al vencimiento del término de caducidad suspendido.     

III.
Recurso de apelación

La parte actora interpuso recurso de apelación contra la sentencia. En la sustentación manifestó que el término de 60 días de suspensión del plazo de caducidad, previsto en las normas citadas en la sentencia de primera instancia, transcurrieron entre el 21 de octubre de 1994 y el 11 de febrero de 1995, por lo que al haberse incoado el 8 de febrero de 1995, se hizo en término, como quiera que no se había agotado el previsto en la ley. Además, de aceptarse la tesis del Tribunal, de que la demanda se debía presentar en los cuatro días posteriores a la audiencia de conciliación, tampoco se venció, pues contando ese plazo en días hábiles, vencía precisamente el día en que fue presentada.

La apelación fue concedida el 5 de mayo de 2000 y admitida el 11 de agosto del mismo año. En el traslado para presentar alegatos y concepto, las partes y el Ministerio Público guardaron silencio.

IV. Consideraciones

1. La Sala revocará la sentencia de primera instancia en la que se declaró la caducidad de la acción. El a quo señaló que si la audiencia de conciliación se había celebrado el dos de febrero de 1995, debía haberse presentado el seis del mismo mes, pues la solicitud se formuló cuatro días antes de vencer el término de caducidad, sin embargo se hizo el 8 de esa mensualidad, según el tribunal, dos días después de haber operado la caducidad de la acción.

Las normas aducidas por el tribunal son las correctas, éstas son los artículos 61
 de la ley 23 de 1991 y el 10
 del decreto 173 de 1993, en los que se establecía que el trámite conciliatorio suspendía el término de caducidad por un término no mayor a 60 días o  “cuando sin haber precluido el interesado acredite que acudió ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo”, como prescribe la última disposición citada.
De la misma forma, el 21 de octubre de 1994, ante la Procuraduría 30 Judicial de Medellín, los demandantes presentaron solicitud de conciliación y la audiencia fue celebrada el 2 de febrero de 1995, como consta en el acta respectiva (folios 666 a 682, cuaderno 1).

Se encuentra establecido, entonces, que la solicitud fue presentada cuatro días antes de vencer el término para presentar la demanda, ya que si el hecho acaeció el 25 de octubre de 1994, al fracasar la conciliación el 2 de febrero de 1995, se restablecía el plazo de caducidad, de acuerdo con la parte final del citado artículo 10 del decreto 173 de 1993, aunque no hubieran vencido los 60 días establecidos en el artículo 61 de la ley 23 de 1991, que se completaban el 10 de febrero siguiente.

Sin embargo, el Tribunal se equivocó al contabilizar los cuatro días que faltaban para presentar el libelo demandatorio, pues el término comenzaba a correr el viernes 3 de febrero de 1995, se reanudaba el lunes 6 y vencía el miércoles 8, cuando fue presentada la demanda (folio 474, cuaderno 1); el sábado 4 y domingo 5, eran días vacantes, por lo que debían suprimirse del conteo del plazo, conforme al artículo 62
, de la ley 4 de 1913, modificada por la ley 19 de 1958.  

De acuerdo con lo anterior, la demanda fue presentada en tiempo y en consecuencia se debe proceder a considerar las pretensiones de la demanda.

2. Revisado el proceso, se advierte que el demandado objetó por error grave
 el dictamen pericial
, y su adición y aclaración
, decretados y practicados en el proceso, razón por la cual es necesario emprender el análisis previo de dicha objeción, con el fin de determinar si prospera o no. 

En consecuencia, se resolverá la objeción formulada, en cumplimiento del mandato contenido en el numeral 6 del artículo 238 del Código de Procedimiento Civil.

Para este efecto es necesario precisar que el auto del 7 de octubre de 1996, mediante el cual el Tribunal decretó la práctica de esta prueba sobre los puntos solicitados por el demandante, se concreta en lo siguiente:

“(…) Tiene como finalidad la prueba pericial, concretar los perjuicios materiales de todos y cada uno de los afectados con la toma guerrillera, para lo cual se tendrán los siguientes parámetros. La prueba pericial constará de dos capítulos. Uno referido a los perjuicios materiales reales y en consecuencia se tendrá en cuenta la construcción realizada y la que habrá que concluirse, y la segunda, un avalúo simbólico de los bienes muebles y enseres y de uso personal, que perdieron los actores en la demanda.”

Resulta necesario y pertinente precisar que para que se configure el “error grave”, en el dictamen pericial, se requiere de la existencia de una equivocación en materia trascendente por parte de los peritos, una falla que tenga entidad suficiente para llevarlos a conclusiones igualmente equivocadas, tal y como lo exigen los numerales 4 y 5 del artículo 238 del Código de Procedimiento Civil.

La Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia
 ha precisado, respecto de la objeción por error grave contra el dictamen pericial y sus especiales condiciones, lo siguiente: 

“(…) si se objeta un dictamen por error grave, los correspondientes reparos deben poner al descubierto que el peritazgo tiene bases equivocadas de tal entidad o magnitud que imponen como consecuencia necesaria la repetición de la diligencia con intervención de otros peritos…”
 pues lo que caracteriza desaciertos de ese linaje y permite diferenciarlos de otros defectos imputables a un peritaje, “…es el hecho de cambiar las cualidades propias del objeto examinado, o sus atributos, por otras que no tiene; o tomar como objeto de observación y estudio una cosa fundamentalmente distinta de la que es materia del dictamen, pues apreciando equivocadamente el objeto, necesariamente serán erróneos los conceptos que se den y falsas las conclusiones que de ellos se deriven…” (Negrilla fuera de texto)

Con base en estos criterios la Sala analizará las objeciones por error grave presentadas por la entidad demandada, las cuales se sintetizan así
:

“(…) Cuanto los auxiliares de la justicia basaron su experticio en el valor comercial de los bienes, dieron su valor tal y como estos son sacados del almacén, es decir sin tener en cuenta su depreciación puesto que ya estos bienes ya habían sido usados. 

Además los argumentos que exponen en relación con las alhajas y el vestuario; son traídos de los cabellos, puesto que ellos no pueden suponer que por el hecho de que una persona labore en una entidad pública, deba mantenerse con una buena indumentaria y además deba tener joyas.

En consecuencia el dictamen no debe ser tenido en cuenta en la forma en que ha sido realizado, pues no consulta la realidad jurídica y supuestamente científica que tiene que acompañar el conocimiento que como auxiliares de la justicia se les exige a los exponentes, dado que se supone que orientan al juzgador sobre una materia en la cual él es lego, y le deben ofrecer un total convencimiento de este. 

Al respecto, el profesor ORTEGA TORRES  explica que el error grave no es la documentación deficiente, sino que resulta de conceptos objetivamente equivocados, en forma grave. Debe tratarse de errores de hecho, no de derecho. La jurisprudencia ha dicho que el error de hecho consiste en creer probado un hecho no demostrado, o al contrario, y que lo que hace grave es ir contra la naturaleza de las cosas o la esencia de sus atribuciones. 

Atendiendo entonces la opinión descrita, considero que no estuvo suficientemente demostrado o más concretamente, no se estableció la verdad de la proposición del inventario de bienes destruidos.

Es por estas razones, que considero necesario OBJETAR al dictamen, por existir error grave en las bases dieron lugar a la producción del estudio.”

Para la Sala estas objeciones no constituyen error grave del peritazgo. Más bien, se trata de una inconformidad manifiesta sobre la forma como se calcularon los perjuicios materiales en favor de la parte demandante, puesto que no se tuvo en cuenta la depreciación del valor de los bienes por el uso normal de las cosas, lo que generó un exceso en el monto real de los perjuicios liquidados.  

Además, es claro que los peritos podían cuantificar el daño causado con la incursión guerrillera ocurrida el 25 de octubre de 1992, en el Municipio de Arboletes. Así mismo, se advierte que las bases tenidas en cuenta para calcular el perjuicio no son irreales. Al contrario, son razonables, de allí que no se está en presencia de inconsistencias ni de datos absurdos, de tal forma que impidan impartir justicia.

En este orden de ideas, la objeción formulada carece de fundamento, y por tanto no está llamada a prosperar.

3. Corresponde a la Sala decidir el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia del 18 de febrero de 2000, proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia. Con esa finalidad, se analizará el daño antijurídico y su imputación en el caso concreto:

3.1. Ahora bien, se advierte que respecto de las fotografías que la parte actora allegó con la demanda
, y que pretenden demostrar la ocurrencia del hecho, no se hará valoración alguna, pues carecen de mérito probatorio, como quiera que sólo dan cuenta del registro de varias imágenes, sobre las cuales no es posible determinar su origen, ni el lugar, ni la época en que fueron tomadas, y al carecer de reconocimiento o ratificación no pueden ser cotejadas con otros medios de prueba allegados al proceso. 

3.2. De otro lado, debe precisarse que los testimonios extrajuicio que obran en el proceso, no pueden ser tenidos como prueba, puesto que no fueron practicados de conformidad con el inciso segundo del artículo 229, 298 y 299 del C.P.C.-fls, 4, 5, 6, 7, 30, 31, 32, 33, 34, 37, 38, 40, 41, 43, 44, 45, 46, 47, 51,52, 53, 54, 55, 56, 58, 59, 60, 61, 62, 65, 66, 67, 68, 69, 70, 71, 72, 73, 74, 81, 82, 83, 88, 89, 93, 94, 95, 97, 109, 123, 124, 125, 126, 127, 128, 129, 130, 131, 132, 141, 142, 150, 153 y 156 cdno No. 2-

En igual sentido, se advierte que los documentos allegados en copia simple con la demanda no serán valorados, conforme a lo dispuesto por el art. 254 del C.P.C.

3.3. Asimismo, se observa que en el proceso obra copia auténtica de la investigación disciplinaria adelantada por la Policía Nacional contra el CT. Mariano Quintiliano Corrales Larrarte y otros, y si bien sólo fue solicitada como prueba trasladada por la parte actora sin que a la petición se adhiriera la entidad demandada, puede ser valorada en consideración a que la Sala ha determinado, en jurisprudencia reiterada, que los medios suasorios obrantes en ellos fueron practicados con audiencia de la demandada
, por cuanto esa entidad intervino en el proceso original.

De otro lado, la Sala advierte que las pruebas obrantes en la investigación penal adelantada por el Juez 64 de Instrucción Penal Militar, por los hechos ocurridos el 25 de octubre de 1992, pueden ser valoradas, pues fueron coadyuvadas por el demandado, de allí que se cumple con lo prescrito en el artículo 185 del Código de Procedimiento Civil, para el traslado de pruebas.

Por último, se advierte que obra en el proceso copia del informativo prestacional adelantado con motivo de la muerte del agente de la Policía Nacional, Carlos Arturo Tabares Quintero, el cual será valorado puesto que la prueba fue solicitada por la entidad demandada.

4. Con fundamento en los medios de prueba, se encuentran demostrados los siguientes hechos:

4.1 Muerte del agente de policía Carlos Tabares Quintero, ocurrida el 25 de octubre de 1992, en la incursión guerrillera perpetrada contra la estación de policía del municipio de Arboletes, de conformidad con las copias del registro civil de defunción y del acta de levantamiento de cadáver, obrantes en la investigación penal adelantada por el Juzgado 64 de Instrucción Penal Militar.- fls. 195 y 205 cdno 2.-

4.2 El óbito del señor Libardo Bolívar Camacho, está acreditado con el registro civil de defunción visible a folio 111 del cuaderno No. 2, y con el testimonio de Durlanis Rebolledo Contreras, rendido ante el Tribunal Administrativo de Antioquia, en el que señaló:

“También murió Libardo Bolívar Camacho él murió del susto es decir le dio un infarto, como cuando la guerrilla entró pasó por su casa ya que vivía en toda la entrada, el señor pedía auxilio cuando se estaba muriendo y nadie lo socorrió por miedo” (folio 537, cuaderno 1).

4.3 Copia del informe de incursión subversiva rendido por el Comandante de la Policía del Sexto Distrito de Arboletes, el 25 de octubre de 1992, en el que se señaló:

“Me permito informar al señor Teniente Coronel, señor Comandante del Departamento de Policía de Córdoba, sobre los hechos ocurridos el día 25 de octubre de 1992, en la localidad de Arboletes siendo las 24:30 (sic) aproximadamente el 34 y 50 frente de las FAR (sic), incursionó en la localidad de Arboletes, Antioquia, con saldo de tres agentes muertos y un herido en el brazo izquierdo. Los agentes muertos fueron RODRÍGUEZ ECHEVARRÍA ALFREDO AG. TABRES QUINTERO CARLOS AG. OLIVARES ZAPATA GUSTAVO ADOLFO y el AG. Herido es el Ag. GARCÍA MARTÍNEZ EUCLIDES, dos agentes con heridas de granadas AG. ANGULO –ilegible- CESAR y el AG. BARRETO SÁNCHEZ ALEXIS, sufriendo lesión en los tímpanos.” (…) -fl.  158 cdno 2.-

4.4. Ampliación del informe rendido por el Comandante de la Policía del Sexto Distrito de Arboletes, el 28 de octubre de 1992, en el que se destaca:

“(…) A las 00:30 horas aproximadamente en tres (3) vehículos, incursionaron en el parque principal de este municipio, habriendo (sic) fuego contra las instalaciones del cuartel aproximadamente 60 hombres. En el comando se encontraban de servicio el agente TABARES QUINTERO CARLOS, comandante de guardia, quien tenía las llaves del armerillo donde se encontraba el armamento del personal, dos escopetas, una uzi, 5 granadas de fragmentación, que se relaciona en el oficio anteriormente relacionado y los agentes, CASTILLO RODRÍGUEZ EDGARDO, centinela puesto No.-1, frente al parque principal y ANGULO RAMBAUTH CESAR, CENTINELA PUESTO No.-2, garita parte literal avenida a la playa.

En el momento del ataque y hasta que termino el mismo yo me encontraba en la residencia Caracoles, con mi señora esposa mi señor padre y un sobrino, que el día anterior habían llegado a visitarme. Por la intensidad del fuego cruzado fue imposible mi aproximación al cuartel, por lo que los hechos son basados los narro (sic) por informaciones de los mismos agentes que se encontraban según ellos en las instalaciones cuando se encontraban en el enfrentamiento con los subversivos y por personas particulares, que a través del trabajo de recolección de información se ha recolectado. (…) como lo dije anteriormente según versión de los agentes en las instalaciones del comando se encontraban descansando y disponibles agentes PALACIO MOSQUERA SERVANTO, CABALLERO MARTÍNEZ LAUREANO, ALTAMAR HENRÍQUEZ WILSON, ARBELÁEZ SEGURA RUBÉN DARÍO, GARCÍA MARTÍNEZ EUCLIDES, MURILLO HERNÁNDEZ GUILLERMO, ROSERO DÍAZ GERARDO, OLIVARES ZAPATA GUSTAVO, RODRÍGUEZ ECHEVARRÍA ALFREDO, CORREA MEZA ALEX, RUIZ RUIZ ORESTE, VELEZ TABARES IVÁN, BARRETO SÁNCHEZ ALEXIS, quienes son casado (sic) y no pudieron hacer su aproximación a las instalaciones del cuartel porque según ellos no lo pudieron hacer.

El personal que se encontraba en el momento del ataque subversivo en las instalaciones según lo informado por ellos, quienes manifestaron que no pudieron llegar hasta el armerillo de la estación el cual se encontraba en la guardia y otra por el lado derecho que da a la iglesia, y al terminárseles la munición que tenía de dotación y no poder llegar al lugar donde se encontraba la misma optaron por dañar los fusiles (quemarlos) al no poder llevarlos consigo cuando decidieron evacuar el comando, ya que esta se encontraba siendo incendiada por los subversivos y bombardeado con lanza cohetes, echando a dañar el armamento para que no se lo llevaran los subversivos.

(…)

Mientras sucedía el ataque a la policía, los subversivos en otros grupos se dedicaron a saquear la entidad de la Caja Agraria, parte del comercio y el Hospital Pedro Pablo Nel Cardona, daños que se relacionan a continuación:

Edificio Caja Agraria propietario ENCARNACIÓN PALENCIA GALVIS ($70’000.000.oo) destruido por las bombas.

Muebles y enseres de propiedad de la Caja Agraria ($50’000.000.oo), dinero en efectivo que se llevaron los subversivos ($15’000.000.oo), dinero que se quemó ($5’000.000.oo) y ($15’.000.000.oo) que no se pudieron llevar, los que se encontraban por estar una de las cajas fuertes bien asegurada.

Laboratorio clínico de la Doctora Cristina Jiménez a ($7’000.000.oo) destruido por la acción de las bombas.

Almacén San Andresito propietaria CONSUELO ACEVEDO de FRANCO, EL CUAL FUE SAQUEADO ($5’000.000’OO), Y EN EFECTIVO ($5000.000).

HELADERÍA Caballo Blanco, propietarios NELSON DÍAZ FABRA y LIBARDO ÁLVAREZ ($5’000.000.OO) destruido por la acción de las bombas.

Casa de ENCARNACIÓN PALENCIA GALVIS ($5’000.000.oo) por la destrucción de las bombas.

(…)

Residencias ARISTY, propietario JAVIER HENAO CAMACHO,  daños por destrucción del fuego cruzado ($2’000.000.oo).

(…)

Los subversivos abandonaron la localidad a las 04:00 horas aproximadamente por la vía que conduce al municipio de Necoclí, dejando como saldo la muerte de los agentes TABARES QUINTERO CARLOS ARTURO, RODRÍGUEZ ECHEVERRÍA ALFREDO Y OLIVARES ZAPATA GUSTAVO y los civiles JAIRO LÓPEZ, a quien le causó la muerte una granada al estallarse una granada en la habitación de las residencias Aristy donde se encontraba bajado y el señor LIBARDO BOLÍVAR CAMACHO, quien en el momento que los subversivos se tomaron la población falleció del corazón, la perdida del material de guerra é intendencia ya informado.” (…) –fl. 264 cdno  No. 2.-

4.5. Ante los hechos sucedidos en el municipio de Arboletes el 25 de octubre de 1992, la Policía Nacional, inició investigación disciplinaria, en la cual, se llegó a la siguiente conclusión en primera instancia:

(…) “El material recaudado ha sido prolijo para llegar al pleno convencimiento que el comportamiento asumido por el CT. CORRALES LARRARTE MARIANO evidenció notorio descuido, negligencia y omisión de las disposiciones que en forma oportuna le fueron notificadas por desempeñarse como Comandante de Estación del Municipio de Arboletes, fallas que fueron resaltadas inclusive, por destacadas autoridades de esa región.

No es de recibo que un oficial de la categoría que ostenta el CT. CORRALES LARRARTE, quien cuenta con la suficiente experiencia e instrucción policiales recibidas a lo largo de su carrera, con su marcada negligencia, facilite acciones subversivas con evidente perjuicio para la Policía Nacional y el Tesoro Público, no sólo por la perdida de la vida de los uniformados del armamento hurtado por los insurgentes y la destrucción de las instalaciones policiales, también por el desconcierto, el escándalo público y el exiguo apoyo que se obtiene de la sociedad, por irresponsabilidades manifiestas de sus integrantes como el caso de autos, que corta de un tajo el sobrehumano esfuerzo hecho por combatir la sedición y la acción delictiva de numerosos enemigos públicos de la paz y el sosiego nacionales.

Basta tener en cuenta las diferentes versiones de los uniformados en las cuales enfatizan, que el oficial si bien había designado a cada uno el sitio en que debería ubicarse en caso de una toma guerrillera, escasamente se llevaron a cabo. Es cínico en aseverar que el fracaso en la defensa del ataque subversivo obedeció a la sorpresa con que actuaron los sediciosos, pues como responsables de la unidad y previa alerta por los respectivos superiores mediante poligramas, comunicados por radio o teléfono acerca de una posible toma guerrillera en los cuales se recalcaba insistentemente la respectiva instrucción para evitar esos actos y más aún cuando días antes, se habían dejado mensajes en la población haciendo alusión a la insurgencia, estaba en la imperiosa obligación de hacer acopio de toda medida tendiente no solo a impedir que prospera la incursión subversiva sino también a capturar en lo posible a sus autores. (…)

4.6.  En segunda instancia, ante la impugnación de la decisión por el sancionado, se estableció que:

(…) Confrontadas las precitadas normas con el comportamiento del apelante, se evidencia la inobservancia de los reglamentos e incumplimiento de las ordenes previamente impartidas, toda vez que como lo aducen los policiales bajo su mando se efectuó el plan de defensa esporadiamente (sic), limitándose a ubicar el personal en su lugar, sin impartir una instrucción eficiente.

Lo anterior, demuestra negligencia en sus funciones como Comandante de Distrito según lo estipulado en el manual de funciones y requisitos mínimos para la Policía Nacional, entre otras se estipula: “Cumplir y/o supervisar el cumplimiento de órdenes emanadas del Comando del Departamento o Dirección Operativa, relacionadas con el desarrollo de planes y operaciones en jurisdicción” … Así las cosas, se establece que con una mayor diligencia del recurrente en sus funciones se hubiera logrado por lo menos tener mayor número de armamento para combatir la agresión y haber provocado un enfrentamiento que posiblemente hubiere debilitado la columna subversiva.” (…) 

4.7 Acta No. 001 del 28 de octubre de 1992, suscrita por el Alcalde de Arboletes, el Personero Municipal, el Secretario, el Inspector Central de Policía y el ingeniero Juan Carlos de los Ríos Pineda, en la que se relaciona los daños causados por la incursión guerrillera perpetrada el 25 de octubre de 1992. Así:

 “(…) Destrucción total del puesto de policía, destrucción total del local donde funcionaba la agencia de la Caja Agraria compuesto de dos plantas de seis piezas, sala comedor, balcón, patio para ropa con una dimensión de doce metros de frente por 18 metros de fondo.

Destrucción total de la residencia del señor ENCARNACIÓN PALENCIA GALVIS, compuesta de cocina, comedor, baño (sic). Destrucción Parcial de la Heladería “Caballo Blanco” de propiedad de Nelson Fabra y Libertad Álvarez, donde se perdieron ochenta mil pesos en efectivo, veinte medias de aguardiente, dos cajas por botellas de aguardiente, dos decenas de Marlboro, dos canastas de cervezas enlatadas, cinco sillas plásticas, ocho mesas también plásticas. Destrucción total del vidrio de una vitrina de exhibición, destrucción de un mostrador en forma cónica, daño parcial de la carpa y envarillado, daño dos bafles marca Sony, en el local contiguo a la heladería Caballo Blanco, sufrió grietas la edificación, como también el granero y verduria especial (sic).

El local donde funcionaba el almacén Variedades River, sufrió una grieta al frente de tres metros de altura. Heladería La Sorpresa de propiedad del señor, JAIME LONDOÑO MONROY, destrucción de treinta y cinco láminas de eternit, daños en dos enfriadores marca Industrial, un congelador de mil botellas, un congelador de seiscientas cincuenta botellas, una greka (sic) marca continental de diez litros, diez palos de techo de tres por cinco por cinco con cincuenta metros de largo (sic).

Residencias “Aristy” de propiedad del señor JAVIER HENAO CAMACHO, destrucción parcial de las piezas Nros. 14 y 15 en puertas y ventanales con la destrucción total del techo que estaba compuesto de cuarenta y siete láminas de eternit Nro. 8, daño de dos camas con sus respectivas colchonetas, dos sanitarios con sus respectivos lavamanos. Habitación de la señora, ROSA MATILDE DÍAZ: destrucción total de la habitación con perdida de los siguientes enseres comedor-techo de la casa-paredes en general, dos cocinas enchapadas, dos baños enchapados, seis tanques de cemento de doce latas de agua, un lavadero de granito con dos vateas (sic) y una poseta (sic), juego de comedor de seis sillas, un juego de sala, una estufa de cinco puestos con horno a gas marca HABAD, un equipo de sonido marca Icasa, dos camas con colchones, una estufa de mesa eléctrica de dos puestos, una olla a presión de cuatro litros, una licuadora marca Osterizer, dos ventiladores de mesa y una (sic) de techo y todo los enseres de cocina en general.

Local donde funcionaba el laboratorio discriminados así: microscopio binocular Dimpus, el Spectronic 20-Milton Roy, la plata (sic) eléctrica de ocho caballos de fuerza (4KW) Coleman, el baño serológico-Indulab, La centrifuga Induleb, el horno esterilizador piano, contador, la nevera de siete pies-marca Haceb-, mueblería entra la que se incluyen una silla giratoria y una mesa con destrucción total de éstos, además de otros accesorios de los equipos mencionados anteriormente como toda la vidriería, portacubetas, pipetas, tubos etc. También sufrió daños parciales el local donde funciona el almacén del Fondo Ganadero de Antioquia (Arboletes). (…)” -fls. 10 y 11 cdno 2.-

4.8. En declaración rendida ante el Tribunal Administrativo de Antioquia, Euclides Valencia Mejía, manifestó:

 “(…) En la toma sufrió destrucción y saqueo la Caja Agraria, Comando de policía destruido, el hotel o residencia Aristi con averías internas y externas del local, el local de la Caja Agraria era de propiedad de él (sic), además de otros locales adyacentes de propiedad del mismo señor también sufrieron destrucción, también locales comerciales como la heladería Caballo Blanco, almacén San Andresito y Laboratorio Central, igualmente fueron destrozados todas las pertenencias que cada uno tenía dentro de cada local... considero que la remodelación entre dos millones y medio y tres millones y la dotación: camas, ventiladores, nocheros y demás alrededor de un millón quinientos mil pesos. Considero que estuvo fuera de servicio alrededor de tres meses y creo que haya dejado de percibir $800.000.oo… murieron Jairo López por lo ya anotado, Libardo Bolívar Camacho de infarto y tres policías cuyos nombres no recuerdo” (folio 534, cuaderno 1).

4.9. Durlanis Rebolledo Contreras, en el testimonio rendido ante el a quo, señaló: 

“También murió Libardo Bolívar Camacho él murió del susto es decir le dio un infarto, como cuando la guerrilla entró pasó por su casa ya que vivía en toda la entrada, el señor pedía auxilio cuando se estaba muriendo y nadie lo socorrió por miedo” (folio 537, cuaderno 1). “Si estaba anunciada [la toma] ya que la guerrilla escribieron (sic) en las paredes anunciando la venida, el capitán Quintiliano borró eso, yo estaba en la calle la noche que la guerrilla rayó el pueblo, eso fue como a las tres de la mañana pero no recuerdo el día, en todo caso a los 25 días se metieron en uno de los escritos decía; “nos vemos un 24” y el 24 se metieron. La policía no tomó ninguna medida y el día de la toma solo estaba en el cuartel los de servicio los demás todos estaban bebiendo en la calle, el Comandante que era el capitán Quintiliano Corrales también estaba fuera del cuartel” (folio 538 cuaderno 1).

4.10. Jorge Luis Montes Martínez, manifestó:

“(…) La destrucción de las instalaciones de la Caja Agraria, apartamentos que había en el segundo piso, de una heladería de nombre Caballo Blanco de propiedad del señor Nelson Fabra y el local de Encarnación Palencia, almacén San Andresito y un laboratorio que funcionaban todos en locales del mismo Palencia al giaul (sic) que fue averiada la residencia del señor Palencia y su señora Rosa Tapias. Allí se destruyeron además los enseres y las dotaciones. El comando de la policía quedó en escombros. Los que vivían en el segundo piso de la Caja Agraria perdieron todas sus pertenencias, ya que todo quedó reducido a escombros, ellos eran, Bertilda Recuero, Alveiro (sic) Cuartas y Yaneth Salazar, perdieron todo lo que tenían… Nelson Fabra como anoté era el dueño de la heladería caballo blanco, allí se vino encima una de las paredes de la Caja, destruyendo mercancías, muebles y electrodomésticos y [en] general lo que había allí como envases y demás. Consideró que las pérdidas de este señor superó (sic) los seis millones en esa época” -folios 538 y 539, cuaderno 1-.

4.11. Nohelia Ceballos Suárez, relató:

 “(…) al frente [del comando de policía] vi destruido totalmente la Caja Agraria y los apartamentos que había en el segundo piso, totalmente en el suelo todo… Libardo Bolívar murió de infarto al corazón debido al miedo que le dio a todo el mundo esa noche… Yo si oí mentar eso  [que la toma estuvo anunciada], que inclusive había escrito en un muro o en un punente (sic) que para el 24 se metían, no se si la policía tomó alguna medida, el pueblo si estaba amenazado. Oí decir que en el cuartel no había personal que todos estaban rumbiando (sic), inclusive uno de los policías que salió muerto venía para el cuartel borracho. El capitán Corrales que era el comandante no estaba en el cuartel, él esa noche estaba en el hotel los Caracoles que está situado contiguo a mi casa” (folio 540, cuaderno 1). 

4.12. Alfredo Botero Ossa, respecto del occiso Libardo Bolívar, manifestó

“Si dicho señor murió de un infarto a consecuencia de la toma. Él tenía un almacén de toda clase de mercancías con ello atendía a los gastos de su familia, su esposa Zunilda Petro y sus hijos que son tres mujeres y tres hombres, considero que tenía una renta diaria de unos cincuenta mil pesos, él tenía mucho surtido y vendía mucho, lo que le dejaba un liquido de 30%” (folio 541, cuaderno 1).

4.13. En el peritaje practicado, por Robinson Jiménez Gómez y Arturo Luna Pico
, presentado el 4 de marzo de 1997, se señaló que el inmueble del señor Encarnación Palencia, de 314.44 m2, tenía un valor que ascendía a $71.500.000, que actualizado a diciembre 31 de 1996, era de $151.158.150, que constaba de dos pisos (local de la Caja Agraria, almacén Agropunto de la misma entidad, oficina de apuestas permanente “Chance, Laboratorio Clínico de María Cristina Jiménez Arroyave, almacenes San Andresito y la Heladería Caballo Blanco y tres apartamentos en el segundo piso arrendados a Luis Albeiro cuartas, Yaneth Salazar y Bertilda Recuero). Al momento de la prueba se había reconstruido el primer piso. “Como pudimos constar la edificación estaba administrada por su propietario y estaba dedicada a usufructo por arrendamiento de la edificación” (folio 548, cuaderno 1).

El inmueble de Rosa Matilde Díaz Tapias, de 262.74 m2 de construcción, fue destruido parcialmente (dos alcobas, dos baños, la cocina, parte del comedor, lavadero, y las paredes que lo independizaban) de acuerdo a los testimonios que obran en el proceso (folio 550, cuaderno 1), quienes señalaron que éste estaba siendo reconstruido y cuyo valor era de $13.800.000 que actualizado a 31 de diciembre de 1996, ascendía a $29.174.580.

Respecto de las Residencias Aristi, de propiedad de Javier Henao Camacho, inmueble de dos plantas de 490 m2 de construcción, en las habitaciones 14 y 15, consistentes en “el eternit, destrucción de pisos, daños de la loza que divide al primero del segundo piso, ya que esos daños fueron ocasionados con roket” (folio 551, cuaderno 1), cuyo valor ascendía a $4.000.000, que actualizados al 31 de diciembre de 1996, era de $8.456.400.            

Bajo el título de “Avalúos Simbólicos”  respecto de los demandantes se calcularon las siguientes perdidas.

· Nelson Díaz Fabra, propietario de la Heladería Caballo Blanco, “mercancía y muebles como enfriadores vitrinas estanterías, nevera exhibidora, sillas, o sea el equipo completo que conformaba la Heladería Caballo Blanco… después de analizar detenidamente los documentos y fotocopias dadas por el apoderado del proceso ya que el local quedó completamente destruido” (folio 552, cuaderno 1), lo daños ascendían a $5.000.000, que actualizados a 31 de diciembre de 1996, ascendían a $10.570.500. En la aclaración del dictamen se señaló que además se tenía en cuenta un acta de 25 de octubre de 1992, que obra en el expediente, firmada por dos testigos, uno con firma ilegible y el otro de nombre Carmelo Durango Peña, en la que se relaciona la pérdida de muebles y enseres del local, por la suma de $3.388.000 (folios 589 y 592, cuaderno 1)

· Bertilda Recuero arrendadora de uno de los apartamentos de Encarnación Palencia, da cuenta de que sus perdidas consistieron en un “juego de alcoba, nevera, televisor, ventilador, plancha, mueble de sala, comedor, secador (sic), juego de alajas (sic) y todo su vestuario” (folio 553, cuaderno 1), con un valor de  $4.000.000, que actualizados a 31 de diciembre de 1996 asciende a $8.456.400. Respecto de esos bienes, en la aclaración, los peritos manifestaron que era “una suma equitativa para volver a comprar sus cosas” y de las alhajas manifestaron “aquí optamos por presumir lo mínimo [que] utiliza una mujer en la zona y entonces nuestro dictamen tuvo ese fundamento” (folio 589, cuaderno 1).

· Yaneth Salazar, arrendataria de un apartamento de Encarnación Palencia, señala perdidas consistentes en un juego de alcoba, nevera, televisor, ventilador, plancha, mueble de sala, y todo su vestuario” (folio 554, cuaderno 1), por un valor de $2.800.000, actualizado a 31 de diciembre de 1996, asciende a $5.919.480.

· Luis Albeiro Cuartas, en la misma condición, indica que se perdió un “Juego de alcoba, nevera, televisor, ventilador, plancha, mueble de sala, comedor, un video ya que en el apartamento funcionaba un alquiler de películas para video betamax (200 películas) y todo su vestuario” (folio 555, cuaderno 1), que tiene un valor de $8.000.000, que actualizado a 31 de diciembre de 1996, asciende a $16.912.800. Señalaron los peritos en la ampliación que se fundamentaron “en lo que dijeron Ibet Montoya y Noherlia Ceballos, él realmente había perdido todas sus cosas y por eso lo avaluamos todo en la suma de $8.000.000” (folio 590, cuaderno 1).

· María Cristina Jiménez, en su condición de propietaria del laboratorio clínico, perdió un “Horno Haceb, Espectronic Milton Ray, microscopio marca Olympus serie CH2 valor aproximado de dos millones. Dos centrifugas Macro y Micro marcas indulab cámaras clay Alans, 1 incubadora marca indulac, baño serológico indulab, una nevera marca Haceb, un ventilador de techo, lámpara fluorescente, pipetas, tubos, cámaras neubaver, regulador de voltaje, material reactivo de uso en laboratorio, maquina de escribir brother, mesas de acero inoxidable, escritorio en madera, sillas” (folios 555 y 556, cuaderno 1), todo lo cual con un valor de $9.500.000, que actualizado a 31 de diciembre de 1996, asciende a $20.083.950.

· Zunilda Petro Torres, realizo pago a la Funeraria El Roble, por valor de $460.000, que actualizado, asciende a $972.486.

· En cuanto al lucro cesante de los locales comerciales de Encarnación Palencia, se  calculó 12 meses respecto al de la Caja Agraria, con un canon mensual de $150.000, lo que arroja un valor de $1.800.000; 3 meses para la Heladería Caballo Blanco, Almacenes San Andresito y Laboratorio clínico, los dos primeros por $60.000 pesos mensuales, lo que da una suma de $180.000 para cada uno, y el tercero $50.000 mensuales por el mismo período para un total de $150.000. En cuanto a los apartamentos del segundo piso, $180.000 por cada uno, por 52 meses, arroja un saldo de $9.360.000. No se proyectó el daño futuro respecto de los locales comerciales porque ya estaban construidos y arrendados al momento del dictamen, y en cuanto a los apartamentos, no se calculó porque no se sabía en cuanto tiempo se realizaría la construcción, por lo que sólo se estimó el lucro cesante consolidado. El lucro cesante ascendió a la suma de $11.670.000, y actualizados equivalen a, $24.671.547.

· En cuanto al lucro cesante de María Cristina Jiménez, la reposición del equipo duró “8 meses, según las averiguaciones hechas con los vecinos y con ella misma. A los cuatro meses comenzó a trabajar parcialmente, por ello se tendrá como base, el promedio de los 6 meses con una utilidad neta de solamente de ochocientos mil pesos ($800.000.oo) ya que en el proceso reposan contratos y facturas cancelados por la Caja Agraria y otras entidades de Arboletes donde ella prestaba sus servicios” (folio 559, cuaderno 1), lo cual asciende a $4.800.000, que actualizados ascienden a $24.671.547.

· En cuanto a Libardo Bolívar se dijo que “tenía el señor Bolívar un almacén llamado almacén Bolívar, las ventas según los testigos eran de un promedio de $50.000 a $60.000 diarios, pero solo colocaremos un quince por ciento de utilidad, porque todo es ganancia, entonces el ingreso que se tendrá en cuenta será de $15.000” (folio 560, cuaderno 1), es decir $450.000 mensuales. El de Carlos Arturo Tabares se estimó en $262.500 mensuales (folios 547 a 563, cuaderno 1).

5. Valoración probatoria y conclusiones 

La Sala revocará la decisión apelada, por las razones que se exponen a continuación: 

5.1. En las pretensiones de la demanda se reclaman los perjuicios morales y materiales ocasionados a los señores: Encarnación Palencia Galvis, Rosa Matilde Díaz Tapias, Nelson Fabra Díaz y Javier Henao Camacho, por la destrucción de los inmuebles de su propiedad, como consecuencia de la falla en el servicio originada en el ataque perpetrado por un grupo guerrillero a la estación de policía del municipio de Arboletes, Antioquia, el 22 de octubre de 1995, toda vez que hubo negligencia de las autoridades para prevenirlo. 

Uno de los inmuebles destruidos correspondía al adquirido por Encarnación Palencia Galvis, y que se encuentra alinderado, así: “NORTE: con calle pública y parque principal, con una medida de 20.45 metros; SUR: con Rosa Matilde Díaz Tapias (antes el mismo interesado) en extensión de 20.40 metros; ORIENTE: con calle pública, en longitud de 14.85 metros; y por el OCCIDENTE: con propiedad de José Luis García Vergara, en extensión de 15.95 metros.”

Sobre la propiedad de ese inmueble se tiene que, con la demanda, se aportó copia simple de la escritura pública No. 306 del 7 de diciembre de 1978, de la Notaria Única del Círculo de Arboletes, mediante la cual, Encarnación Palencia Galvis, adquirió por compraventa la propiedad de un lote de terreno con todas sus mejoras. Copia simple del folio de matrícula No. 034-0008773, correspondiente, de igual forma, al bien descrito en el instrumento referenciado.

El otro inmueble por el que se demanda, corresponde al adquirido por Rosa Matilde Tapias, y que se encuentra alinderado, así: “NORTE: con propiedad de Encarnación Palencia Galvis, en extensión de 20.40 metros; SUR: con sucesión de hermanos Campillo, en extensión de 20.10 metros; ORIENTE: con calle pública, en longitud de 12.70 metros; y por el OCCIDENTE: con propiedad de José Luis García Vergara, en extensión de 13.00 metros.”

En cuanto a la prueba de la propiedad de este inmueble, se allegó copia simple de la escritura pública No. 307 del 7 de diciembre de 1978, de la Notaria Única del Círculo de Arboletes. En la demanda, de otro lado, no se solicitó ninguna otra prueba que estableciera la propiedad del bien por el que reclama la señora Rosa Matilde Tapias.

Sobre los inmuebles por los que demandan Javier Henao Camacho y Nelson Fabra Díaz, no se allegó ningún medio que permita establecer la propiedad de los mismos.
De acuerdo con lo anterior, Encarnación Palencia Galvis, Rosa Matilde Díaz Tapias, Nelson FAbra Díaz y Javier Henao Camacho, no acreditaron su condición de propietarios. Debe recordarse que para la adquisición del dominio de un bien inmueble, en el derecho colombiano, se requiere la concurrencia del título y el modo:

“Para la cabal comprensión de la cuestión parece necesario recordar que el Código Civil Colombiano adoptó en materia de la adquisición y transmisión de los derechos reales el sistema del título y el modo cuyo antecedente histórico debe encontrarse en la “traditio” romana, pero cuya elaboración doctrinaria suele atribuirse a los expositores de la edad media, quienes la extendieron a los demás derechos reales, amén de que, apoyándose en los conceptos escolásticos de la causa próxima y la causa remota, concibieron los conceptos de título y modo para identificar dos fenómenos disímiles aunque estrechamente ligados por una relación de causalidad: mediante el título el interesado adquiere la mera posibilidad de que la transferencia del derecho se produzca, es decir que se erige en condición necesaria para que ese traspaso, apenas latente, se haga efectivo; en cambio, como la tradición concretaba o hacía efectiva esa transmisión, se le denominó como el modo.

“De suerte que en el ordenamiento patrio, el título no transfiere por sí mismo el dominio, por supuesto que éste únicamente genera para el acreedor el derecho a obtener la propiedad del bien que constituya el objeto de la prestación y para el deudor el deber de hacer la tradición prometida, tradición que deviene, entonces, como aquella convención que hace efectiva la transferencia debida mediante la entrega que del bien hace el dueño al acreedor, “habiendo por una parte facultad e intención de transferir el dominio, y por otra la capacidad e intención de adquirirlo” (art. 740 ejusdem), definición a la que restaría solamente añadirle que por mandato del artículo 756 ibídem, si de inmuebles se trata, aquella se efectúa por la inscripción del título en la oficina de registro de instrumentos públicos”
.

En efecto, la única forma conocida, para efectuar la tradición de inmuebles, es la de inscripción del título en la oficina de registro de instrumentos públicos; así lo reiteró la Sala en sentencia del 24 de agosto de 2000, en la que se señaló: 

“De conformidad con el artículo 756 del Código Civil, la tradición de bienes raíces se efectúa por la inscripción del título en la oficina de registro de instrumentos públicos, lo cual significa, que si el título no se registra no se transmite el derecho (art. 756 C.C.).

“En este orden de ideas, el titular del derecho de dominio de un bien inmueble es quien aparece inscrito como tal en la oficina de registro de instrumentos públicos del círculo correspondiente, como lo dispone el Estatuto de Registro de Instrumentos Públicos (decreto ley 1250 de 1970), que regula las inscripciones en la matrícula inmobiliaria y tiene como objeto -el registro-, servir de medio de transmisión de la propiedad inmueble y de constitución de los derechos reales desmembrados de la misma, como de las limitaciones que se le impongan y de dar publicidad a la titularidad de los derechos reales inmobiliarios y a las limitaciones que los afecten. La propiedad y demás derechos reales en bienes inmuebles, solo existen y se transmiten mediante la inscripción en la matrícula inmobiliaria.
 

“Por tanto, la publicidad que se le da al titular o titulares del derecho de dominio y a la situación jurídica en que se encuentra determinado inmueble mediante el registro, es oponible a terceros”
.

De lo expuesto, se tiene que Encarnación Palencia Galvis, Rosa Matilde Díaz Tapias, Nelson Fabra Díaz y Javier Henao Camacho, no acreditaron la condición de propietarios de los inmuebles afectados, como quiera que en el proceso no obra copia auténtica de las escrituras públicas y de los folios de matrícula mediante los cuales se haya transferido e inscrito la propiedad. Sólo se allegó respecto a la prueba de la propiedad del inmueble del señor Palencia Galvis, copia simple de la escritura y del folio de matrícula No. 034-0008773; en cuanto a Rosa Matilde Díaz Tapias, se aportó únicamente copia simple de la escritura pública mediante la cual se transfirió la propiedad del inmueble; y, sobre la prueba de la propiedad de los inmuebles por los que demandan Nelson Fabra Díaz y Javier Henao Camacho, no se allegó al expediente ningún medio probatorio. 

Así las cosas, los demandantes no comprobaron su condición de propietarios, cuando debían hacerlo, conforme al artículo 177 del Código de Procedimiento Civil, ya que por tratarse de un bien inmueble eran necesarias las copias auténticas de las escrituras públicas y de los folios de matrícula inmobiliaria de los predios, esto es, título y modo, como lo establece el artículo 756 de Código Civil.

Lo anterior, en virtud de que dichos documentos públicos no pueden ser sustituidos por otros, como lo prescribe el artículo 265 del Código de Procedimiento Civil, como quiera que se trata de un requisito ad substantiam actus. Al respecto la doctrina ha expresado:

“El Código civil le da la denominación de solemnidades a ciertas formas externas documentales necesarias para la prueba de algunos actos jurídicos (art. 1760); o de formalidades especiales, como en los artículos 1500 y 1741 de la misma obra.

“Estas formas tienen una consecuencia capital, cual es la de que sin ellas el acto no produce ningún efecto civil. Como ejemplos pueden citarse  todos aquellos contratos que versen sobre inmuebles y la promesa de contrato. En la compraventa de un bien raíz, demos por caso, la escritura pública es, al propio tiempo que solemnidad, única prueba del contrato. Sin ella éste no existe y su prueba no puede suplirse por ningún otro medio, ni aún por la confesión.

“A este respecto el nuevo código judicial en su  artículo 265 dispone que la falta de instrumento público no puede suplirse por otra prueba en los actos o contratos en que la ley requiera de esa solemnidad, y se mirarán como no celebrados aún cuando se prometa reducirlos a instrumento público. Y el 232 corrobora lo dispuesto al ordenar que la prueba de testigos no podrá suplir el escrito que la ley exija como solemnidad para la existencia o validez de un acto o contrato”
.    
Conforme a lo expuesto, la Sala negará las pretensiones respecto de, Encarnación Palencia Galvis, Rosa Matilde Díaz Tapias, Nelson Fabra Díaz y Javier Henao Camacho.

5.2. María Cristina Jiménez Arroyave, Rosa Matilde Díaz, Nelson Fabra Díaz, Javier Henao Camacho, Luis Albeiro Cuartas Quiroz, Bertilda Recuero Villalobos y Yaneth Salazar Barrios, solicitaron que se condenara a la entidad demandada, a pagar los perjuicios materiales causados como consecuencia de la destrucción de varios bienes muebles de su propiedad, en el ataque guerrillero del 25 de octubre de 1992, contra la estación de policía del Municipio de Arboletes.

El daño se encuentra probado frente a los anteriores demandantes en el caso sub examine, pues está acreditado que a causa del ataque guerrillero, se afectaron o destruyeron varios bienes muebles de su propiedad, lo que se comprobó con los diferentes medios probatorios relacionados en el capítulo anterior. 

Así las cosas, los actores acreditaron que padecieron una lesión o afectación a un interés jurídicamente tutelado, que no estaban en la obligación jurídica de tolerar, circunstancia entitativa de la existencia del daño antijurídico.  

En ese contexto, se itera, para la Sala es claro que los señores María Cristina Jiménez Arroyave, Rosa Matilde Díaz, Nelson Fabra Díaz, Javier Henao Camacho, Luis Albeiro Cuartas Quiroz, Bertilda Recuero Villalobos y Yaneth Salazar Barrios, padecieron una serie de detrimentos que no estaban en la obligación de soportar; en consecuencia, el análisis del primer elemento constitutivo de la responsabilidad se encuentra plenamente acreditado, esto es, el daño antijurídico
. 

De igual forma, está probado en el sub lite  el daño alegado por los grupos familiares de los occisos, Carlos Arturo Tabares Quintero y Libardo Bolívar Camacho, en atención a que acreditaron el parentesco con ellos, de conformidad con los registros civiles de nacimiento y de matrimonio aportados con la demanda y que obran a folios 97 y 100, y folio 24 cdno No. 3; y de folios 110 a 118 del cuaderno No. 2, respectivamente. 

6. Ahora bien, establecido lo anterior, la Sala procederá a abordar el examen de la imputación, para determinar si, en el caso concreto, es posible atribuir o endilgar el daño antijurídico a la entidad demandada. 

6.1. En relación con la imputación del daño antijurídico, en el sub lite, se tiene que éste resulta atribuible a la entidad demandada, razón en virtud de la cual se configura la imputación fáctica (imputatio facti) y  de otro lado la jurídica (imputatio iure). 

En efecto, del informe policial del ataque subversivo y de la investigación disciplinaria adelantada por la Policía Nacional contra algunos miembros de la institución por el ataque de un grupo subversivo a la estación de policía del Municipio de Arboletes, el 25 de octubre de 1992, son entitativos de que la institución incurrió en una omisión al no tomar las medidas necesarias para precaver un ataque armado, el cual era previsible según los comunicados de inteligencia para la época de los hechos, configurándose, consecuencialmente, una falla del servicio.

La valoración en conjunto de los medios probatorios relacionados, es lo suficientemente indicativa de que los daños causados a los demandantes, fueron producto de la omisión de la Policía Nacional, al no tomar las medidas pertinentes para contrarrestar una ofensiva de un grupo al margen de la ley contra la Estación de Policía de un municipio localizado, por cierto, en zona roja, es decir, con alto riesgo de orden público. 

En esa perspectiva, del material probatorio, se evidencia, por un lado, una omisión imputable al Estado, ya que el Comandante de la Estación de Policía de Arboletes, en primer lugar, se ausentó de su lugar de trabajo sin permiso alguno y teniendo pleno conocimiento de la amenaza de incursión de los insurgentes contra esa población, y, por otro lado, también se colige una falla del servicio, por el notorio descuido, negligencia y omisión de la institución y de sus miembros, en no tomar las medidas de cuidado y precaución, por abandono del personal en las instalaciones y por carecer de un plan para defender a la población, siendo una Estación que se encontraba en alto riesgo de ser atacada según los informes de inteligencia de la entidad, es decir que a pesar de ser un hecho previsible no se adoptaron las medidas pertinentes para prevenir o para contrarrestar el ataque insurgente contra la Estación de Policía del Municipio de Arboletes..

Así pues, a pesar de que la Fuerza Pública tuvo conocimiento previo de la intención subversiva, que posteriormente se materializó mediante los hechos a que se ha venido haciendo alusión, lo cierto es que no se diseñaron con suficiente anticipación planes efectivos y serios de contingencia o de reacción inmediata, de lo cual se infiere que la entidad demandada no sólo no adoptó las medidas indispensables para evitar, disuadir o prevenir el ataque de manera efectiva sino que, nada hizo para reducirlo, neutralizarlo o al menos contrarrestarlo.

Así las cosas, teniendo probado como se tiene el daño y la falla del servicio, corresponde a la Sala decidir sobre los perjuicios que fueron solicitados por los demandantes.

7. María Cristina Jiménez Arroyave, Rosa Matilde Díaz, Nelson Fabra Díaz, Luis Albeiro Cuartas Quiroz, Bertilda Recuero Villalobos y Yaneth Salazar Barrios, solicitaron en el libelo demandatorio que se condenara a la entidad demandada a pagar:

“IV. PRETENSIONES

(…)

1. Perjuicios morales
A los padres e hijos el equivalente a 1.000 gramos oro puro y a los perjudicados materialmente a 500, con motivo de los hechos que dieron origen a la indemnización.

2. Perjuicios materiales

A. Daño Emergente

(…)

PERJUICIOS CAUSADOS A MERCANCÍAS MUEBLES Y ENSERES

NELSON DÍAZ FABRA (sic)

Propietario de la heladería Caballo Blanco. Era socio de Libardo Álvarez y le compró el 50%. Los daños ascendieron a 6.175.000.00.

BERTILDA RECUERO

Ropa de uso personal, muebles y enseres avaluados en 3.581.500.00.

YANETH SALAZAR

Ropa de uso personal, muebles y enseres avaluados en la suma de 1.852.500.00.

LUIS ALBEIRO CUARTAS

Ropa de uso personal, muebles y enseres avaluados en la suma de 8.546.200

DOCTORA MARÍA CRISTINA MEJÍA (sic)

Destrucción total de su equipo de trabajo. Estos elementos fueron valorados para ese momento en la suma de 8.644.500.00.

ZUNILDA PETRO TORRES

Gastos funerarios realizados en la Funeraria el Roble de Arboletes para el pago de las honras fúnebres de su esposo LIBARDO BOLÍVAR PETRO en la suma de CUATROCIENTOS SESENTA MIL PESOS (460.000.00).

(…)

B. Lucro Cesante

(…)

DOCTORA MARÍA CRISTINA JIMÉNEZ ARROYAVE

Esta profesional de la salud es propietaria de un laboratorio clínico que funciona actualmente en Arboletes. Tiene a su cargo una bacterióloga, una citóloga (sic), una auxiliar y una secretaria. Sus ingresos mensuales superan en mucho el millón trescientos mil pesos (1.300.000.00).

Tardó seis (6) meses el propietario del inmueble para reconstruir todos los inmuebles de su propiedad al menos parcialmente. De suerte que los propietarios de los establecimientos de comercio, tales como cafeterías, heladerías, panaderías, laboratorio, etc., tuvieron que esperar la reconstrucción de ellos y económicamente vieron afectados sus ingresos.

En el caso concreto de la doctora María Cristina Jiménez, hubo un lucro cesante de 7.800.000.00.

ZUNILDA PETRO TORRES

Su esposo LIBARDO BOLÍVAR CAMACHO falleció de infarto a causa directa y exclusiva de la toma guerrillera de Arboletes. El sufrió la lesión cuando se inició el fuego y luego, no pudo ser aistido por los galenos de turno, por imposibilidad física de las balas, pues morirían si salían de sus casas.

Era propietario del almacén comercial denominado “ALMACÉN BOLÍVAR” cuyos ingresos superaban el 1.000.000.00.

SOFIA VERGARA MORENO

Su esposo era agente de la policía y como tal estaba vinculado con el estado. De su salario dedicaba aproximadamente el 75% para los gastos del hogar. Estos perjuicios le deben ser reconocidos a los actores en su integridad.”

(…)

7.1. Para probar estos perjuicios se allegaron los siguientes elementos de prueba:

- Los testigos que declararon en el proceso son coincidentes en afirmar que el laboratorio clínico de la señora María Cristina Jiménez Arroyave y la heladería Caballo Blanco de propiedad de Nelson Fabra Díaz, quedaron destruidos tras el ataque terrorista causado por los subversivos a las instalaciones de la estación de policía del Arboletes, contigua al inmueble donde se encontraban ubicados los establecimientos de comercio. Así mismo, los deponentes coinciden en que Yaneth Salazar, Bertilda Recuero y Albeiro Cuartas, eran arrendatarios de tres apartamentos que resultaron destruidos el día de la incursión, lo que causó la pérdida de todas sus pertenencias.

- Inventario de las personas damnificadas, elaborado por el Personero Municipal, el Alcalde, y el Inspector Central de Policía, en el que están relacionados los nombres de María Cristina Jiménez Arroyave, Nelson Fabra Díaz y Rosa Matilde Díaz, y los daños causados en los establecimientos comerciales de los primeros y de los bienes muebles del tercero (Fls. 10 y 11 cdno 2.). 

- En el peritaje practicado por Robinson Jiménez Gómez y Arturo Luna Pico, presentado el 4 de marzo de 1997, respecto de Nelson Fabra Díaz, se dictaminó que los perjuicios que le fueron causados por la perdida de “mercancía y muebles como enfriadores vitrinas estanterías, nevera exhibidora, sillas, o sea el equipo completo que conformaba la Heladería Caballo Blanco” tienen un valor de $5.000.000, que actualizados al 31 de diciembre de 1996, ascienden a $10.570.500.

-De igual forma, el experticio indicó que los perjuicios causados a María Cristina Jiménez, por la perdida de un “Horno Haceb, Espectronic Milton Ray, microscopio marca Olympus serie CH2, dos centrifugas Macro y Micro marcas indulab cámaras clay Alans, 1 incubadora marca indulac, baño serológico indulab, una nevera marca Haceb, un ventilador de techo, lampa fluorescente, pipetas, tubos, cámaras neubaver, regulador de voltaje, material reactivo de uso en laboratorio, maquina de escribir brother, mesas de acero inoxidable, escritorio en madera, sillas” (folios 555 y 556, cuaderno 1), por un valor de $9.500.000, que actualizado al 31 de diciembre de 1996, ascienden a $20.083.950.

-Por los daños causados a Bertilda Recuero, arrendadora de uno de los apartamentos destruidos en la incursión, el dictamen determinó que las pérdidas consistieron en un “juego de alcoba, nevera, televisor, ventilador, plancha, mueble de sala, comedor, secador (sic), juego de alajas (sic) y todo su vestuario” (folio 553, cuaderno 1), por un valor de $4.000.000, que actualizados al 31 de diciembre de 1996, ascienden a $8.456.400.

-Yaneth Salazar, arrendataria de un apartamento, se concluyó que los daños consistieron en la pérdida de un “juego de alcoba, nevera, televisor, ventilador, plancha, mueble de sala, y todo su vestuario” (folio 554, cuaderno 1), por un valor de $2.800.000, que actualizado al 31 de diciembre de 1996, asciende a $5.919.480.

-A Luis Albeiro Cuartas, en la misma condición, en el dictamen se determinó que los daños causados fueron por la pérdida de un “Juego de alcoba, nevera, televisor, ventilador, plancha, mueble de sala, comedor, un video ya que en el apartamento funcionaba un alquiler de películas para video betamax (200 películas) y todo su vestuario” (folio 555, cuaderno 1), por un valor de $8.000.000, que actualizado al 31 de diciembre de 1996, asciende a $16.912.800. 

-Por último, en el dictamen se concluyó que los daños causados a Zunilda Petro Torres, corresponden a los gastos funerarios realizados con motivo de la muerte de su esposo Libardo Bolívar Camacho, por un valor de $460.000, que actualizado, da un total de $972.486.

-Asimismo, respecto de los daños alegados por María Cristina Jiménez, obra en el expediente, copia al carbón, de la factura de compraventa de Dismedicas del Caribe Ltda. de Montería, del 10 de septiembre de 1992, donde ésta figura como cliente y en la que se describe la compra de 6.000 jeringas desechables de 5 CC, por la suma de $450.000 (folio 575, cuaderno 1). Gerardo Díaz Quintana, representante de esa empresa, señaló que no reconocía ese documento (folio 586, cuaderno 1).También obra en original una factura, de La Mejor de Montería, por compra de una planta eléctrica Coleman, por valor de $900.000 (folio 576 cuaderno 1), y una vez se realizó el reconocimiento del documento por parte del señor Nahum Revueltas López, con cédula No. 6’877.726 de Montería, se advierte que quien firma es la persona a la que corresponde la cédula No. 6’888.576 de Montería (folio 585, cuaderno 1). Así mismo obra factura original de Kellylab Ltda., del 22 de noviembre de 1991, a nombre de la misma demandante, por la compra de 3 mesas de trabajo, una silla giratoria, dos sillas fijas con brazo, una camilla ginecológica para toma de muestras, una “mapara cuello de cisne” y reactivos y medios de cultivos, por la suma de $772.000 (folio 577, cuaderno 1). Igualmente de Kellytab Ltda., y con fecha del 4 de noviembre de 1991, y de la misma actora, por la compra de una micro centrifuga de 6 puestos, marca Clay Adams, y una centrifuga de 6 puestos, de esa marca, por valor de $1.010.000 (folio 578, cuaderno 1). De ese establecimiento comercial, así mismo, con fecha del 8 de noviembre de 1991, la demandante compró un horno termocultivo, marca Memmner, un horno electrónico para secado de material, Marca Aceb y una vidriera para laboratorio clínico, por valor de $1.160.000 (folio 579, cuaderno 1). Respecto de las tres últimas facturas citadas la señora Luz Milla López Peñafiel, representante del establecimiento de comercio, las reconoció y señaló que fueron firmadas por la secretaria de la empresa (folio 587, cuaderno 1). 

A folios 537, 538, 539, 540, 541, 542, 552, 533, 558, 559, 560 y 561 del cuaderno No. 1, obran facturas de venta a nombre de María Cristina Jiménez, las cuales no serán valoradas, puesto que  no dan certeza del pago y de quien elaboró los documentos. 

Las facturas de venta visibles a folios  549, 550, 551, 553, 554, 556, 557, 562, 574, 575 y 576 del cuaderno No. 1, a nombre de Yaneth Salazar, Albeiro Cuartas, María Cristina Jiménez y Bertilda Recuero, si bien acreditan el pago realizado por aquéllos, de los bienes relacionados en los documentos, dichos valores no serán reconocidos, pues en la demanda no se deprecó el reconocimiento del daño emergente por causa de estas erogaciones. 

Las facturas obrantes del folio 543 al 547 del cuaderno No. 1, no serán apreciadas, ya que están hechas a nombre de Ariel Taborda, quien no es parte en este proceso; igualmente, las facturas obrantes a folio 572, 573, 577, 578, 579, 580, 581, 582, 587, 588 y 590 del cuaderno No. 1, se expidieron a favor de Jorge de la Ossa, persona ajena a este proceso.

Finalmente, las facturas visibles a folios 583, 584, 585 y 586 del cuaderno No. 1, no son validas para acreditar los pagos allí señalados, puesto que no se puede establecer a cuál de las partes se le expidió la constancia de pago; y la factura obrante a folio 589 del cuaderno No. 1, no da certeza del pago motivo por el cual no será tenida en cuenta.

7.2. En primer lugar, se advierte que si bien el señor Javier Henao Camacho, en la demanda señaló estar legitimado en la causa por activa por la destrucción de varios bienes muebles de su propiedad, en el ataque subversivo, en el capítulo de pretensiones no se deprecó indemnización por este perjuicio, motivo por el cual la Sala se abstendrá de realizar un reconocimiento del mismo.

7.3. En cuanto al perjuicio material en la modalidad de daño emergente solicitado por María Cristina Jiménez, se encuentra acreditado, como quiera que obran en el proceso las facturas originales de los bienes que adquirió para el establecimiento de comercio de su propiedad, los que además se encuentran relacionados en el dictamen pericial. Sobre el punto de la prueba de la propiedad del establecimiento de comercio, es preciso señalar, que si bien cierto que para acreditar su titularidad se requiere original o copia auténtica del certificado de la cámara de comercio, la Sala, en anteriores oportunidades
, ha señalado que ésta no es la única prueba para demostrar aquella circunstancia, ya que en su ausencia se puede acudir a otros medios probatorios, en desarrollo del principio de la libre apreciación de la misma; en el sub lite, de los diferentes testimonios se puede establecer la titularidad del derecho de dominio de María Cristina Jiménez sobre el establecimiento de comercio “Laboratorio Clínico Central”.

Ahora bien, teniendo en cuenta que obran los elementos de prueba que permiten acreditar un perjuicio cierto, se condenará a la Nación – Ministerio de Defensa, Policía Nacional-, a pagar, a título de daño emergente, la suma de $2’387.350, equivalentes al valor de los bienes destruidos para el año de 1992, a favor de la señora María Cristina Jiménez, pero actualizada a la fecha de esta providencia, así:


                          108,35 (índice final) (septiembre de 2011)

Va = $9’500.000    
------------------------------------------------- =  $ 39’108.092




             26,32 (índice inicial) (octubre de 1992)

En cuanto al lucro cesante deprecado por María Cristina Jiménez, se tiene que en el experticio, se estableció que éste ascendía a $4’800.000., equivalente a seis meses en que cesó en sus actividades por la reconstrucción del inmueble donde se encontraba el establecimiento, de allí que el avaluó del dictamen guarda coherencia con los demás medios probatorios allegados al plenario, y por ello se reconocerá la suma de $4’800.000., pero actualizado a la fecha de esta providencia, así:


                                   108,35 (índice final) (septiembre de 2011)

Va = $4’800.000.  
          ------------------------------------------------- =  $ 19´759.878




             26,32 (índice inicial) (octubre de 1992)

7.4. En relación con los perjuicios deprecados por Nelson Fabra Díaz, Luis Albeiro Cuartas Quiroz, Bertilda Recuero Villalobos y Yaneth Salazar Barrios, por la destrucción de los bienes inanimados de su propiedad, se reconocerán, en virtud a que las conclusiones del dictamen otorgan credibilidad en relación con los reclamados; así las cosas, se procederá a liquidarlos.

Para Nelson Fabra Díaz, se reconocerá por daño emergente la suma de $5’000.000., como consecuencia de la destrucción de los bienes muebles de la heladería “Caballo Blanco” de su propiedad; valor que será actualizado, así:

                                      108,35 (índice final) (septiembre de 2011)

Va = $5’000.000.             
------------------------------------------------- =  $ 20’583.206




             26,32 (índice inicial) (octubre de 1992)

Para Bertilda Recuero Villalobos, se reconocerá por perjuicios materiales en la modalidad de daño emergente la suma de $4’000.000., valor que actualizado corresponde, a:

                                      108,35 (índice final) (septiembre de 2011)

Va = $4’000.000.  
             ------------------------------------------------- =  $ 16’466.565




             26,32 (índice inicial) (octubre de 1992)

A Luis Albeiro Cuartas Quiroz, se reconocerá la suma de $8’000.000., por concepto de daño emergente, suma que será actualizada, así:

                             108,35 (índice final) (septiembre de 2011)

Va = $8’000.000.  
------------------------------------------------- =  $ 32’933.130




     26,32 (índice inicial) (octubre de 1992)

Finalmente, para la señora Yaneth Salazar Barrios, se reconocerá por concepto de daño emergente un monto de $2´800.000., que actualizados corresponden, a:

                                        108,35 (índice final) (septiembre de 2011)

Va = $2’800.000. 
          ------------------------------------------------- =   $ 11’526.595




             26,32 (índice inicial) (octubre de 1992)

7.5. En relación con los perjuicios deprecados por Sofia Vergara Moreno y sus hijos Fernán Alonso y Carmen Alicia Tabares Vergara, por la muerte de su esposo y padre, el agente de la policía Carlos Arturo Tabares Quintero, se harán las siguientes precisiones.

En primer lugar, se debe señalar que el policía Carlos Arturo Tabares Quintero, si bien debía asumir los riesgos propios del servicio, ello no implicaba que tuviera que soportar las fallas en las que incurrió la administración, pues es evidente en el asunto sub lite que la muerte del agente, no provino propiamente del riesgo de la actividad policial que desempeñaba, sino de la falla del servicio en que incurrió la entidad demandada.

En efecto, Carlos Arturo Tabares Quintero, era agente de la Policía Nacional, y la jurisprudencia de esta Corporación ha determinado que en estos eventos se debe aplicar el régimen de falla del servicio, que se configura cuando a los funcionarios se les somete a un riesgo superior al que normalmente deben soportar con ocasión de su actividad. La Sala ha entendido que la afectación de los derechos a la vida e integridad personal del militar profesional es un riesgo propio del servicio, que prestan en cumplimiento de operaciones o misiones militares. Al Estado no se le puede atribuir responsabilidad alguna por la concreción de los mismos, a menos que se demuestre que la lesión o muerte deviene de una falla del servicio, que consiste en el sometimiento del afectado a un riesgo mayor que al de sus demás compañeros, con quienes desarrollaba la misión encomendada. Sobre el tema, en sentencia del 20 de septiembre de 2001, se dijo: 

“Así las cosas, es claro que Luis Alfonso Gutiérrez Pinilla, en su condición de agente asignado a la subestación mencionada, fue sometido a un riesgo excesivo e innecesario, por causa de una falla en la prestación del servicio de Policía.  Si bien los miembros de la Fuerza Pública deben soportar el riesgo de sufrir daños como consecuencia del ejercicio de sus funciones, el cual, por la naturaleza de éstas, asumen al aceptar sus cargos, y al ocurrir, no da lugar al surgimiento de la responsabilidad del Estado –pues, por lo general, se configura una de las causales de exoneración, normalmente hecho de tercero o fuerza mayor–, debe precisarse que ello no autoriza a éste último para abandonarlos a su suerte, imponiéndoles cargas imposibles de cumplir;  por el contrario, es su deber dotarlos de los elementos necesarios para permitir el cabal cumplimiento de sus obligaciones, con mayor razón en los casos en que es previsible un enfrentamiento armado, y poner en práctica planes y estrategias tendientes a la adopción oportuna de medidas preventivas, para garantizar el éxito de las operaciones y proteger la integridad de los combatientes legítimos.

“Al resolver una situación similar, expuso esta Sala los siguientes argumentos, que resultan pertinentes en el presente caso: 

“...recuerda la Sala que la administración para exigirle resultados a los miembros de la fuerza pública en la prevención y represión del delito, debe dotarlos no solamente de los medios idóneos sino además ofrecerles riguroso entrenamiento y formación académica para el manejo apropiado de los elementos de dotación oficial, aprovechando al máximo los recursos económicos que para tal fin se destinen.  Por demás, se advierte que a los uniformados no se les puede someter de buenas a primeras a contingencias que desborden los riesgos que normalmente tienen que asumir en la defensa de la vida, honra y bienes de los ciudadanos, menos cuando los agentes carecen de los instrumentos idóneos para cumplir cabalmente con los impuestos por la Constitución.

“En el sub-lite no puede admitirse que la incursión guerrillera en la estación... constituya fuerza mayor, pues era de conocimiento público que en el territorio... operaban diferentes frentes de la Coordinadora Guerrillera, los cuales tenían como objetivo militar los cuarteles de la fuerza pública..., que hacía previsible un ataque de la subversión...  El accionar de la subversión no reviste la condición de irresistible por el número de guerrilleros que perpetraron la actividad delincuencial (más de 200), pues siendo un hecho previsible la misma autoridad no proporcionó a tiempo el armamento necesario, ni asignó suficientes uniformados para vigilar la estación...

(...)

“La Sala desea aprovechar la oportunidad para indicar que al igual que a los asociados, a los miembros de la fuerza pública también les asiste el derecho de reclamar con fundamento en la Constitución Nacional que se protejan y respeten sus derechos humanos, cuando resulten vulnerados por un trato degradante o indigno bien que la acción se derive por la conducta de sus superiores, de los particulares que desempeñen funciones públicas, de la comunidad en general e incluso de quienes actúan al margen de la ley.

“Los principios jurídicos, morales y éticos sobre los cuales se cimienta la educación y formación tanto de los soldados como de los agentes de la Policía Nacional y de sus superiores, no solo deben tener aplicación hacia el exterior, sino... al interior de la institución, en cuya tarea ha de prodigar a sus servidores trato digno, de modo que no exponga ni lesione injustamente su integridad física y moral.

“Si bien a los uniformados por naturaleza se les exige... una exposición excepcional de su seguridad personal dadas sus funciones constitucionales, tal situación no habilita a los superiores a que impongan a los miembros de la fuerza pública cargas adicionales distintas de los riesgos que normalmente deben afrontar en el control o restablecimiento del orden público, pues se iría en contravía de tales principios colocando no solo en juego el respeto de los derechos humanos sino de paso la vida e integridad física de los agentes, los cuales por esa mera condición no significa que deban asumir a toda costa los riesgos derivados de la falta o falla del servicio imputable a la administración, pues la actividad profesional de agente de la policía o de militar reviste contornos especiales que tampoco deben sobreponerse a lo imposible
”
.

Bajo esa perspectiva, se condenará a la entidad demandada, toda vez que se acreditó que la muerte del Agente de la Policía Carlos Arturo Tabares Quintero, no devino de un riesgo inherente a la actividad policial que desempeñaba sino a una falla en el servicio imputable exclusivamente a la entidad demandada. 

En consecuencia, y establecido el parentesco de Sofia Vergara Mórelo, Fernán Alonso y Carmen Emilia Tabares Vergara, con Carlos Arturo Tabares Quintero, se da por probado el perjuicio moral en los actores con ocasión de la muerte de su padre y esposo, en cuanto las reglas de la experiencia hacen presumir
 que el sufrimiento de un pariente cercano causa un profundo dolor y angustia en quienes conforman su núcleo familiar, en atención a las relaciones de cercanía, solidaridad y afecto, además de la importancia que dentro del desarrollo de la personalidad del individuo tiene la familia como núcleo básico de la sociedad. 

En ese orden de ideas, respecto de los gramos de oro solicitados como indemnización se hará la equivalencia a salarios mínimos legales mensuales del 2011 y se condenará a la demandada a pagar la suma equivalente a 100 salarios para Sofia Vergara Mórelo, Fernan Alonso y Carmen Emilia Tabares, a cada uno de ellos.

Respecto de los perjuicios materiales, los actores solicitaron indemnización por lucro cesante, como consecuencia de la muerte de su padre y esposo el señor Carlos Arturo Tabares Quintero. De los medios probatorios relacionados se tiene que el señor Tabares Quintero, era miembro de la Policía Nacional con una asignación básica mensual de $149.748., según da cuenta de ello el certificado de “cese para prestaciones sociales” visible a folio 21 del cuaderno No. 3. Por lo anterior, y como quiera que los actores acreditaron el parentesco con el señor Tabares, habrá lugar a acceder a la pretensión de lucro cesante. La asignación que devengaba será actualizada, así:

                                    108,35 (índice final) (septiembre de 2011)

Va = $149.748.oo  
        ------------------------------------------------- =    $ 616.458




             26,32 (índice inicial) (octubre de 1992)

De lo anterior, se advierte que el salario que devengaba el AG. Tabares Quintero, traído a valor presente es superior al salario mínimo mensual vigente, por lo que para efectos de liquidarlo se tendrá como salario base 616.458.; adicionalmente, dicho guarismo será incrementado en un 25% por concepto de prestaciones sociales ($770.572.), y de este monto se reducirá un 25%, correspondiente al porcentaje que dedicaba a sus gastos personales ($577.929). La anterior suma, según jurisprudencia reiterada, debe dividirse entre la cónyuge (50%) y entre sus dos hijos (50%).

-A Favor de la señora Sofia Vergara Mórelo (Cónyuge)

Consolidado: Desde la fecha de la muerte del señor Carlos Arturo Tabares Quintero (octubre de 1992), hasta la fecha de esta sentencia (septiembre), esto es, 227,00 meses, aplicando la siguiente fórmula:

                (1+i)n -1

S  = VA    -------------

                        I

             (1.004867)227.00 -1

S  = VA  ---------------------  

                0.004867


S  = $ 288.964 x 413.102

S =  $ 119’371.990

Futuro: Desde la fecha de esta sentencia (septiembre de 2011) hasta la fecha de vida probable de Carlos Arturo Tabares Quintero, menos el lucro cesante consolidado, esto es, 279,40 meses (23,28 años), aplicando la siguiente fórmula:

                   (1+0.004867)n-1

S  =
VA  ------------------------

                    i (1+0.004867)n



          (1.004867)279,40 - 1

S  =
288.964  --------------------------



             i (1.004867)279,40
S = $ 44’080.917

Total perjuicios materiales para Sofia Vergara Mórelo: ciento sesenta y tres millones cuatrocientos cincuenta y dos mil novecientos ocho pesos ($163’452.908). 

- A favor de Carmen Emilia Tabares Vergara (Hija)
Consolidado: Desde la fecha de la muerte de Carlos Arturo Tabares Quintero ( 25 de octubre de 1992) hasta la fecha en que cumplió 25 años (diciembre de 2009), esto es, 206,00 meses, aplicando la siguiente fórmula:

                 (1+i)n -1

S  = VA    -------------

                     I

                          (1.004867)206,00 -1

S  = 144.482    ---------------------  

                              0.004867


S =  $51’022.722 

Total perjuicios materiales para Carmen Emilia Tabares Vergara: cincuenta y un  millones veintidós mil setecientos veintidós pesos ($51’022.722). 

- A favor de Fernan Alonso Tabares Vergara (Hijo)
Consolidado: Desde la fecha de la muerte de Carlos Arturo Tabares Quintero ( 25 de octubre de 1992) hasta la fecha en que cumplió 25 años (marzo de 2002), esto es, 113,00 meses, aplicando la siguiente fórmula:

                   (1+i)n -1

S  = VA    -------------

                        I

                          (1.004867)113,00 -1

S  = 144.482   ---------------------  

                              0.004867


S =  $21’697.300 

Total perjuicios materiales para Fernán Alonso Tabares Vergara: veintiún millones seiscientos noventa y siete mil trescientos pesos ($21.697.300). 

7.6.  Ahora, en cuanto a las pretensiones de los demandantes Zunilda Petro Torres, Libardo, Amparo, Martha Lucia, Luis Carlos, Zunilda María y Jorge Albeiro Bolívar Petro, por la muerte de su esposo y padre, Libardo Bolívar Camacho, se deben realizar las siguientes consideraciones.

7.6.1. De acuerdo con el registro civil de defunción de Libardo Bolívar Camacho, lo señalado por varios testigos y el informe del Comandante del Sexto Distrito de Arboletes, el óbito del señor Bolívar se debió a un infarto que sufrió durante el ataque guerrillero perpetrado contra la estación de policía del municipio de Arboletes, el 25 de octubre de 1992.  

Bajo esa panorámica, aborda la Sala el análisis de imputación con miras a clarificar si en el caso sub examine, el daño es o no imputable fáctica y jurídicamente a la administración pública; lo anterior, se centra en definir si esta lesión antijurídica es atribuible en el plano material y jurídico a la organización estatal o, si por el contrario, proviene del hecho determinante y exclusivo de un tercero, esto es, del grupo terrorista. 

En primer lugar, se tiene que el daño tuvo origen cuando se desarrollaba una confrontación armada entre el Estado y la guerrilla, lo que significa que se originó en medio de una actividad legítima de la organización pública como lo es la defensa y mantenimiento del orden público. Ahora bien, en el plano fáctico, la Policía Nacional ejercía legítimamente la defensa de la institucionalidad, por lo que asumió una posición de garante frente a las personas que podían verse afectadas en la ejecución o desarrollo de la respectiva operación. 

En efecto, una de las causales que establece la ley para predicar una posición de garante consiste tener el control de una fuente de riesgo, en otras palabras, la ley asigna posición de garante en cabeza de la persona que interviene o administra una fuente de riesgo, el que puede tener la connotación de lícito o ilícito, motivo por el que si se llega a concretar esa elevación del riesgo permitido, el daño será imputable o atribuible desde el plano fáctico o material. 

En el caso concreto se tiene que el señor Bolívar Camacho murió el 25 de octubre de 1992, como causa de un infarto cardíaco que sufrió mientras estaba sometido al fuego cruzado entre la institucionalidad y la subversión, razón que permite concluir que el Estado asumió posición de garante respecto a la vida, integridad y bienes del mismo, ya que en ejercicio de la actividad lícita de defensa frente a un ataque armado de un grupo terrorista, generó por su parte una elevación del riesgo normalmente permitido, lo que supone la asunción de posición de garante ante los asociados que se ven comprometidos en medio de ese tipo de reacciones militares; lo anterior se torna trascendente, en la medida en que no importa que materialmente el daño provenga de un tercero (delincuentes) o de la propia administración, es decir, que la posición de garante comprende tanto la acción como la omisión en este tipo de eventos. 

Ahora bien, en el plano de la imputación jurídica el daño sería atribuible a la Policía Nacional a título de daño especial; sobre este régimen de imputación, la jurisprudencia reciente de la Corporación precisó los siguientes aspectos que se transcriben in extenso
: 

“El daño especial cuenta con una larga tradición en la jurisprudencia de esta Corporación, siendo utilizada por primera vez en 1947
, ocasión en la que manifestó:

“Consecuencia recta de la anterior proposición, en razón pura, es la de que la operación administrativa ni los hechos que la constituyen, podrán jamás ser generadores de violación alguna; pero sí, en cambio, causar lesiones patrimoniales o, en su caso, daños especiales, no por involuntarios o producto de la necesidad de obrar en un momento dado, menos dignos de resarcimiento, que es lo que la ley colombiana ha querido, a diferencia de otras legislaciones que sólo conceden acción cuando el perjuicio proviene de una vía de hecho.”

“A partir de ese momento esta Corporación ha construido una extensa línea jurisprudencial respecto del daño especial, en la cual el título de imputación tiene fundamento en la equidad y en la solidaridad como materialización del reequilibrio ante una ruptura de la igualdad frente a las cargas públicas, fruto del perjuicio especial y anormal que debe soportar el administrado
.

“Los supuestos de aplicación de este título de imputación han sido variados, todos ellos creando líneas jurisprudenciales que se han nutrido de un común denominador de naturaleza principialista. 

“En este sentido encontramos los casos de daños sufridos por conscriptos en desarrollo del servicio militar obligatorio
, el hecho del legislador –ley conforme a la Constitución- que genera imposibilidad de accionar ante un daño antijurídico y la construcción de obras públicas que disminuye el valor de los inmuebles aledaños
.

“Igualmente, el daño especial ha sido el sustento para declarar la responsabilidad del Estado en eventos de escasa ocurrencia que van desde el ya conocido cierre del diario el Siglo
, la liquidación de un banco, la retención de un vehículo que transportaba sulfato de potasio por creer que era un insumo para la fabricación de estupefacientes
 o el daño a una aeronave que había sido secuestrada por miembros de un grupo guerrillero
; hasta eventos muy similares al que ahora ocupa a la Sala, verbigracia, enfrentamientos entre el ejército y la guerrilla en un área urbana de la ciudad de Cali
, el ataque bélico de un grupo guerrillero contra el cuartel de la policía de la población de Herrera, departamento del Tolima
, o la muerte de un joven en un enfrentamiento entre guerrilla y ejército, sin claridad acerca de la autoría de la muerte
.

“El daño especial ha sido entendido como un título de imputación de aplicación excepcional, que parte de la imposibilidad de resarcir un daño claramente antijurídico con fundamento en un régimen subjetivo de responsabilidad. En este sentido, resulta valiosa la referencia que nos aporta la jurisprudencia de esta corporación al decir:

“Esta teoría se aplica de manera excepcional y por equidad, precisamente porque es subsidiaria, de modo que ha de recurrirse a ella tan sólo en eventos en los que el caso concreto examinado no logre su encasillamiento dentro de los otros regímenes de responsabilidad y se aprecie por el sentenciador que esa ausencia de tipicidad, si así puede decirse, comporta vulneración injustificada del principio de equidad.”

“Aunque la situación a partir de la Constitución de 1991 ha cambiado radicalmente, el aparte trascrito resulta especialmente esclarecedor de los elementos que soportan la teoría del daño especial, ya que el mismo resalta claramente el papel que dentro del razonamiento jurídico realizado por el juez juega el principio de equidad. Es éste, y no otro elemento, el que conduce al juez a la convicción de que el daño que se causó es por esencia antijurídico; y que, por consiguiente, si no se encuentra fundamento a la reparación del mismo en la falla del servicio, debe buscarse en otro de los posibles regímenes de responsabilidad estatal.

“Lo dicho no debe entenderse como un reducto de arbitrariedad del juez, fruto exclusivo de su personal idea de justicia. Por el contrario, este tipo de razonamiento es el que se exige de todos y cada uno de los operadores jurídicos, quienes al momento de aplicar la ley deben permear su interpretación con los principios constitucionales vigentes dentro del sistema jurídico
, sobre todo a partir de la entrada en rigor de la nueva Constitución, norma que incorpora los valores y principios como un elemento axial dentro de su estructura, algo que debe reflejarse en la concepción del derecho que tengan los operadores jurídicos que funcionan dentro del sistema.

“Lo expresado anteriormente se encuentra en sintonía con el entendimiento que ha presentado la Corte Constitucional, que al respecto consagró: 

“la equidad –al  hacer parte de ese momento de aplicación de la ley al caso concreto- permite una graduación atemperada en la distribución de cargas y beneficios a las partes.  En este sentido, el operador, al decidir, tiene en cuenta no las prescripciones legales, sino los efectos concretos de su decisión entre las partes.”
 (Subrayado dentro del texto de la sentencia)

 “(…) Es por tanto característica de la responsabilidad del Estado que el daño sea especial, lo que ocurre según Bonnard, cuando en una categoría dada de individuos, colocados en una misma situación, el daño no afecta sino a uno o algunos de ellos, pues si todos los que se hallen en estas situaciones son o pueden ser afectados por el daño, el individuo se encuentra en presencia de una carga pública, como lo son, por ejemplo: los inconvenientes normales de vecindad que todo propietario debe soportar por el hecho de las propiedades vecinas. El daño debe ser, por tanto excepcional y anormal, porque la responsabilidad no proviene de la naturaleza del hecho que cause el daño, sino del carácter singular o excepcional del daño ocasionado.”
 –negrilla fuera de texto-

“Esta anormalidad y especialidad del perjuicio es, precisamente, la que conlleva a un rompimiento del principio de igualdad ante las cargas públicas
. Sin embargo, no debe entenderse dicho principio como el anhelo de lograr una equiparación matemática entre los administrados frente a la actividad administrativa; el contenido que el mismo involucra es, evidentemente, el mantenimiento de un relativo balance en esta materia. En consecuencia, es posible considerar como legítimas las imposiciones que puedan ser ubicadas dentro de los parámetros que, de acuerdo con la jurisprudencia, acepta el principio de igualdad ante las cargas públicas; y, en este mismo sentido, el Estado deberá responder cuando quiera que una actividad administrativa haya ocasionado un grado de perjuicio que exceda el ámbito de molestia que debe ser soportado.

“La igualdad, y como se antepuso, su manifestación en el equilibrio ante las cargas públicas,  aparece como el bien jurídico a restituir en estos casos, fruto directo de postulados equitativos a los que repugna, como lo expresan el Consejo de Estado y la Corte Constitucional, los eventos de extrema desigualdad en la repartición de las cargas públicas.

“Esta reparación igualitaria, en cuanto responsabilidad del Estado, es reforzada en su razón de ser por la solidaridad, valor que debe animar el actuar del Estado colombiano, no sólo por su calidad de Social –y por ende redistributivo-, sino además porque el constituyente ratificó este carácter al consagrar en el art. 1º a la solidaridad como uno de los valores fundantes del Estado, lo que ha sido reconocido por la jurisprudencia del Consejo de Estado. Al respecto ha consagrado:

“Los actos dañinos derivados del uso de la fuerza legítima, son indemnizados bajo dos fundamentos, a saber, uno el de la solidaridad nacional según el cual el Estado Social de Derecho debe asumir las cargas generales que incumben a su misión, tal el evento de lesiones personales o daños materiales infringidos con el objeto de reprimir una revuelta, o por causa de esta. Otro, el deber de asumir los riesgos inherentes a los medios empleados particularmente en sus actividades peligrosas o riesgosas.”
.

“En armonía con lo manifestado por el Consejo de Estado, la Corte Constitucional ha entendido que la solidaridad dentro del Estado Social de Derecho es simplemente un medio para dar aplicación real a uno de los valores fundacionales del Estado moderno: la justicia material, principio sobre el cual la Corte Constitucional refirió:

“El principio de justicia material o verdaderamente eficaz se opone a la aplicación formal y mecánica de la ley en la definición de una determinada situación jurídica. Exige, por el contrario, una preocupación por las consecuencias mismas de la decisión y por la persona que es su destinataria, bajo el entendido de que aquella debe implicar y significar una efectiva concreción de los principios, valores y derechos constitucionales.

“Dicho principio es de obligatoria observancia en las actuaciones administrativas, pues la función de aplicar el derecho en un caso concreto no es misión exclusiva del Juez, sino también de la administración cuando define situaciones jurídicas o actúa sus pretensiones frente a un particular en desarrollo de las competencias y prerrogativas que le son propias.”

“De este extracto jurisprudencial se derivan dos ideas que resultan capitales al desarrollo argumentativo del presente caso y que reafirman las razones expuestas: la idea de que la justicia material busca la aplicación efectiva de principios y valores constitucionales; y, que es la misión del juez, entre otros, velar por su efectiva materialización.

“(…) En otras palabras, la teoría del daño especial, contando con el substrato de la equidad que debe inspirar toda decisión judicial, se vale de la igualdad para fundamentar las soluciones que buscan restablecer el equilibrio ante las cargas de la administración en situaciones concretas, objetivo que se alcanza gracias a la asunción del principio de solidaridad como argumento de impulsión de la acción reparadora del Estado, como se observará al momento de considerar el caso concreto. 

“(…) Contrario sensu, otros regímenes de responsabilidad se denotan como inadecuados para abordar el caso en estudio. 

“No se aplica la falla del servicio por la incontestable evidencia de que en el funcionamiento administrativo no se presentó error alguno que fuera determinante en la ocurrencia del daño.

“Tampoco se aplica la teoría del riesgo excepcional en virtud de lo incierta y subjetiva que resulta para la determinación de la responsabilidad del Estado en asuntos como el que ocupa a la Sala. En efecto, en eventos de perjuicios derivados del manejo de armas de fuego, conducción de automotores o transporte de energía la determinación de la actividad riesgosa se muestra como fruto de parámetros objetivos que restan espacio a valoraciones sobre la existencia o no de un riesgo excepcional. Por el contrario, la imposibilidad de determinar con criterios generales cuando la persecución de delincuentes engendra un riesgo excepcional, crea el espacio propicio para determinaciones basadas en criterios propios del juez de cada caso, disminuyendo ostensiblemente el valor de la seguridad jurídica. Por otro lado, entender que siempre que se produce una persecución o un enfrentamiento de miembros de las fuerzas armadas contra delincuentes se está ante un riesgo excepcional, no sería nada distinto a desnaturalizar la concepción de actividad riesgosa –en cuanto actividad que de manera constante implica un riesgo extraordinariamente elevado
-.”(Negrillas de la Sala). 

Los anteriores lineamientos fueron reiterados por la Sala en el fallo del 16 de julio de 2008
, en el que sobre el particular se sostuvo: 

“(…) De conformidad con lo antes expuesto, partiendo del supuesto de la imputación de una conducta a la autoridad pública, a título de falla en la prestación del servicio, será ésta quien deba asumir la correlativa obligación de reparar el daño causado originado o deviniente de dicha conducta; es decir, para que la responsabilidad se estructure, el hecho debe ser imputable, a título de acción u omisión, a la persona respecto de la cual se pretende deducir la obligación de reparar el daño causado, circunstancia que en el presente caso no se encuentra acreditada respecto de la entidad demandada.

“En el régimen de riesgo excepcional, en tratándose de la creación de una situación especial o excepcionalmente peligrosa o riesgosa en virtud de una actividad desplegada por la autoridad pública, la situación de riesgo creada es atribuible a ésta última, y es por ello que está obligada a  responder cuando tal situación de riesgo se concreta en la causación del perjuicio.  

“En el evento de un hecho como el que se analiza, no puede en rigurosa lógica afirmarse que es la autoridad pública la que ha creado unas condiciones o una situación particularmente peligrosa o riesgosa, pues queda claro que fueron guerrilleros de las FARC quienes iniciaron el ataque contra los miembros del Ejército Nacional que se encontraban patrullando la zona, en desarrollo de un operativo militar consistente en dar con el paradero y capturar a los subversivos que hacían presencia en la región, cumpliendo a cabalidad con los deberes que al Estado le imponen la Constitución Política y las leyes.
“En un régimen de daño especial, esto es cuando la conducta desarrollada por la autoridad pública es lícita, regular, ajustada al ordenamiento jurídico, pero que sin embargo ha causado un daño en cumplimiento de sus deberes, subyace la obligación del Estado de reparar los perjuicios causados, bajo el entendido de que se ha presentado un rompimiento en el equilibrio de las cargas públicas, en cuanto una o varias personas en particular han sufrido un detrimento en aras del interés común o colectivo, que es lo que determina el inspirar de la autoridad pública en este evento.   En un riguroso desarrollo lógico jurídico y habida consideración del principio constitucional de la igualdad frente a las cargas públicas, la ruptura de dicho principio impone su restablecimiento por la vía de la reparación del detrimento ocasionado, permitiendo así que el interés general prime sobre el interés particular, sin que en últimas éste resulte jurídicamente desprotegido.      

“Esta Corporación ha estimado que puede resultar comprometida la responsabilidad patrimonial del Estado cuando éste, en ejercicio de sus competencias y obrando dentro del marco jurídico, produce un daño a un administrado, el cual, dado su especialidad y anormalidad, excede el sacrificio que los demás miembros de la colectividad deben soportar, en razón de la naturaleza de los poderes públicos y de la actuación estatal.

“Esta anormalidad y especialidad del perjuicio es, precisamente, la que conlleva a un rompimiento del principio de igualdad ante las cargas públicas. Sin embargo, no debe entenderse dicho principio como el anhelo de lograr una equiparación matemática entre los administrados frente a la actividad administrativa; el contenido que el mismo involucra es, evidentemente, el mantenimiento de un relativo balance en esta materia. En consecuencia, es posible considerar como legítimas las imposiciones que puedan ser ubicadas dentro de los parámetros que, de acuerdo con la jurisprudencia, acepta el principio de igualdad ante las cargas públicas; y, en este mismo sentido, el Estado deberá responder cuando quiera que una actividad administrativa haya ocasionado un grado de perjuicio que exceda el ámbito de molestia que debe ser soportado. La igualdad, y como se antepuso, su manifestación en el equilibrio de las cargas públicas, aparece como el bien jurídico a restituir en estos casos, fruto directo de postulados equitativos a los que repugna, como lo expresan el Consejo de Estado y la Corte Constitucional, los eventos de extrema desigualdad en la repartición de las cargas públicas
.

“En lo que concierne a la fundamentación de la responsabilidad civil extracontractual del Estado, resulta menester señalar que el actual régimen constitucional establece la obligación jurídica a cargo de las autoridades públicas de responder por los daños antijurídicos, originados en la acción u omisión de aquéllas, siempre y cuando éstos les resulten imputables.  Por ende, la fuente de la responsabilidad patrimonial del Estado es un daño que debe ser antijurídico, no porque la conducta del autor resulte contraria a derecho, sino porque el sujeto que lo sufre no tiene el deber jurídico de soportarlo, en la medida que entraña el rompimiento de la igualdad frente a las cargas públicas.” (Se destaca).     

Como se aprecia, el daño especial constituye un título jurídico de imputación que sirve para atribuir la responsabilidad en cabeza de la administración pública cuando la afectación irrogada tiene su origen en una actividad lícita del Estado, sin que tenga que provenir directamente de la concreción de la actividad pública en sentido material o fenomenológico, es decir, es posible que en el plano material (ser) el daño haya sido producido por un tercero (v.gr. delincuentes o terroristas), pero en la dimensión de la imputación (deber ser) sea atribuido en cabeza de la administración pública, en tanto que fue producido dentro de la prestación o ejecución de una actividad lícita por parte del Estado que rompió las cargas públicas. 

No quiere significar lo anterior, en modo alguno, que en los eventos de atentados terroristas o de daños producto de la lucha contra la delincuencia no operen las causales eximentes de responsabilidad, sólo que en estos supuestos habrá que analizar con especial sindéresis las circunstancias de tiempo, modo y lugar como quiera que será posible que el daño devenga imputable tanto fáctica como jurídicamente en cabeza de la organización pública, tal y como se explicó en los párrafos anteriores.

Por lo tanto, si bien no se puede establecer que la muerte del señor Libardo Bolívar Camacho, hubiese acontecido si el ataque guerrillero no se hubiera perpetrado, lo cierto es que el mencionado análisis causal resulta insuficiente en el plano de la imputación, ya que el daño y los perjuicios irrogados a los demandantes son el producto de una concreción de la actividad compleja que supone la actividad legítima de repeler la violencia que impera en nuestro país, razón por la que los daños –directos o indirectos– que se originan en este tipo de enfrentamientos rompen el principio de las cargas públicas de quienes lo padecen, puesto que el ordenamiento jurídico no establece el deber de soportar la afectación a derechos, bienes o intereses legítimos que ese tipo de confrontaciones lleva aparejado. 

Conforme a lo anterior, procede la Sala a establecer si el daño deprecado por los demandantes, Zunilda Petro Torres, Libardo, Amparo, Martha Lucia, Luis Carlos, Zunilda María y Jorge Albeiro Bolívar Petro, puede ser imputable a la administración, a título de daño especial, a causa de un rompimiento de las cargas públicas. 

De acuerdo al registro civil de defunción visible a folio 111 del cuaderno No. 2, se tiene que el señor Libardo Bolívar Camacho falleció, el 25 de octubre de 1992, en el municipio de Arboletes, Antioquia, a causa de un infarto cardíaco. 

Sobre las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que sucedieron los hechos, obra en el proceso la declaración de Durlanis Rebolledo Contreras, quien narró:

“También murió Libardo Bolívar Camacho él murió del susto es decir le dio un infarto, como cuando la guerrilla entró pasó por su casa ya que vivía en toda la entrada, el señor pedía auxilio cuando se estaba muriendo y nadie lo socorrió por miedo” (folio 537, cuaderno 1).
Del testimonio rendido por Nohelia Ceballos Suárez, se destaca la narración que hizo sobre el óbito de Libardo Bolívar, así:

“(…) Libardo Bolívar murió de infarto del corazón debido al miedo que le dio a todo el mundo esa noche, fue mucha la gente que tuvo que ir al hospital, hasta mi marido murió de esa toma, él venía enfermo y con esa impresión se le extirpó un tumor y tuve que llevarlo urgente a Medellín al día siguiente, se salvó pero siguió enfermo y siempre murió, en marzo siempre impresionado por la toma guerrillera como el no podía recibir disgustos ni impresiones al fin y al cabo murió a consecuencia de ello” (folio 540, cuaderno 1).
Alfredo Botero Ossa,  manifestó:

“(…) Si dicho señor murió de un infarto a consecuencia de la toma. Él tenía un almacén de toda clase de mercancías con ello atendía a los gastos de su familia, su esposa Zunilda Petro y sus hijos que son tres mujeres y tres hombres, considero que tenía una renta diaria de unos cincuenta mil pesos, él tenía mucho surtido y vendía mucho, lo que le dejaba un liquido de 30%” (folio 541, cuaderno 1).

Igualmente, se tiene que en la ampliación del informe rendido por el Comandante de la Policía del Sexto Distrito de Arboletes, el 28 de octubre de 1992, se estableció que el ataque había dejado como saldo la muerte de tres agentes y dos civiles, entre los que se encontraba el señor Bolívar Camacho. Al respecto, se manifestó:

“(…) Los subversivos abandonaron la localidad a las 04:00 horas aproximadamente por la vía que conduce al municipio de Necoclí, dejando como saldo la muerte de los agentes TABARES QUINTERO CARLOS ARTURO, RODRÍGUEZ ECHEVERRÍA ALFREDO Y OLIVARES ZAPATA GUSTAVO y los civiles JAIRO LÓPEZ, a quien le causó la muerte una granada al estallarse una granada en la habitación de las residencias Aristy donde se encontraba bajado y el señor LIBARDO BOLÍVAR CAMACHO, quien en el momento que los subversivos se tomaron la población falleció del corazón, la perdida del material de guerra é intendencia ya informado.” (…) Negrillas fuera del texto –fl. 267 con. No.2-

De acuerdo con los medios probatorios relacionados, se tiene que el óbito del señor Libardo Bolívar Camacho ocurrió como consecuencia directa de la impresión y del miedo
 que causó la incursión subversiva al municipio de Arboletes, en octubre de 1992. En consecuencia, resulta oportuno formularse el siguiente interrogante: ¿es posible endilgar responsabilidad a la administración cuando en ejercicio de la actividad lícita de defensa frente a un ataque armado de un grupo terrorista, se causa la muerte súbita precipitada emocionalmente en ausencia de lesiones o contacto físico?

Sobre la muerte súbita, el examinador médico del Condado de Dade y profesor de patología de la escuela de medicina de la Universidad de Miami, J.H. Davis, en el ensayo titulado “¿Puede la muerte súbita por paro cardíaco ser asesinato?”, que a continuación se cita in extenso, estableció los criterios que se deben tener en cuenta para determinar si la muerte puede ser precipitada por la tensión emocional y si es posible  imputar delito de homicidio en esos casos. El autor, llegó a la siguiente conclusión: 

“(…) es un hecho reconocido que la agresión física, incluso siendo no letal y relativamente suave puede llevar a una condena por homicidio cuando un ataque criminal contra un sujeto con lesiones cardíacas produce rápidamente colapso y muerte. No obstante, la cuestión está menos claramente definida cuando una (sic) criminal resulta en colapso y muerte durante el disturbio emocional correspondiente en ausencia de contacto o lesión física. Dos preguntas surgen en tal caso ¿Precipita la muerte la tensión o es una simple coincidencia? Si hay una relación ¿Cómo se explica?

“La literatura preponderante apoya la premisa de que la tensión emocional puede en algunos individuos, precipitar el colapso y la muerte repentinos. Pruitt, en una reflexión sobre “Un espectro de fatalidades que tienen como rasgo común la ausencia de lesiones orgánicas casualmente relacionadas”, consideró situaciones en que enfermedades coronarias moderadas terminaron en muerte. También estudió el fenómeno del reflejo de inmersión (dive réflex), muerte psicológica en animales y muerte vudú. Las lesiones orgánicas o químicas inmediatamente demostrables no son prerrequisito inmediato para la designación de una categoría de muerte. Engel estudió entornos vitales en que la muerte súbita ocurría durante la tensión sicológica. Durante un periodo de seis años recolectó 170 de estos casos de reportes periódicos y de colegas al tanto de su interés. Todas las víctimas reaccionaban emocionalmente a un evento cuando el colapso ocurrió. 27% de estos casos ocurrió en un escenario de peligro personal. Todas las circunstancias involucraban eventos imposibles de ignorar para las víctimas y una respuesta de desesperación o excitación severa o ambas. Malik reportó 22 casos en que la tensión emocional fue un claro factor precipitante en muerte súbita relacionada con insuficiencia coronaria…

“No hay duda de que la tensión emocional en sí misma puede causar actividad cardíaca semejante a la respuesta al esfuerzo físico. (…) la fibrilación ventricular es la arritmia letal más común en los casos de muerte súbita antes de la admisión en un hospital. Lowl y Berrier han demostrado que el estrés psicológico puede reducir el umbral de fibrilación ventricular y que los factores psicológicos pueden inducir arritmias letales en los humanos. El sistema nervioso simpático juega un papel significativo en tales eventos, puesto que la conexión autónoma del cerebro y el corazón está bien establecida. Más aún, Engel es puntual en que la muerte cardíaca súbita inducida psicológicamente ocurre con mas frecuencia durante períodos de incertidumbre psicológica, situación clara cuando uno se enfrenta a un intruso armado.

“No resulta creíble alegar que el cuerpo histórico de datos médicos sobre la materia es simple coincidencia, especialmente cuando se apoya en la racionalidad fisiológica. Si la tensión emocional pura no puede considerarse  causa precipitante suficiente, ¿que ocurre con los asaltos físicos de magnitud fatal menos que usual aplicados a las personas con enfermedad cardíaca? Si uno acepta la premisa de que el asalta físico puede agravar una enfermedad natural hasta el punto de la muerte, entonces los mismos conceptos sobre el sistema nervioso autónomo pueden aplicarse a casos de tensión emocional en individuos predispuestos ¿que criterios deben bastar para establecer una prueba más allá de la duda razonable?

1. El acto criminal debe ser de tal severidad y tener elementos suficientes de intento de asesinato o lesión ya sea de hecho o por estatuto, para conducir lógicamente a una sentencia de homicidio en el evento de que la lesión física hubiese sobrevenido.

2. La víctima debe haberse dado cuenta de la amenaza implícita a su seguridad personal. Un colorario lógico sería el temor a un acto amenazante contra un ser querido o amigo.

3. Las circunstancias deben ser de naturaleza tal que sean comúnmente aceptadas como altamente emocionales.

4. El colapso y la muerte deben ocurrir durante el periodo de respuesta emocional, incluso si el acto criminal había cesado con anterioridad.

5. La demostración de un proceso de enfermedad orgánica cardíaca de un tipo comúnmente asociado a una predisposición o arritmia cardíaca letal es deseable. No obstante, no es necesario demostrar una enfermedad orgánica aguda del corazón como la ruptura de una placa trombo o infarto sin cicatrización.”

El anterior razonamiento es aplicable, mutatis mutandi, a la responsabilidad extracontractual del Estado, toda vez que deviene incuestionable que los daños o lesiones que se originan en este tipo de ataques guerrilleros son atribuibles en el plano fáctico y jurídico a la administración pública, en atención a que esas afectaciones antijurídicas se producen como producto de una agresión a la institucionalidad del Estado y, por lo tanto, los daños irrogados se transforman en una carga que las personas no están en la obligación de tolerar por cuenta de la defensa militar de las instituciones democráticas y legítimas. 

Por lo anterior, y de acuerdo con los relatos de los testigos y los demás medios probatorios que obran en el expediente, se tiene que el señor Bolívar fue expuesto a un disturbio emocional que le generó una impresión de tal magnitud, que precipitó el colapso y la muerte repentina. Es de público conocimiento que la incertidumbre y la zozobra que generan los enfrentamientos armados en una población pueden causar altos niveles de tensión sicológica, y que, de forma eventual, podrían producirse daños excepcionales como por el que ahora se demanda. En el asunto sub examine, se acreditó que el deceso de Libardo Bolívar Camacho ocurrió durante la toma guerrillera, lo que permite a la Sala concluir o inferir que éste se produjo con ocasión del enfrentamiento que mantuvieron las fuerzas legales del Estado contra los subversivos en la población de Arboletes, razón por la que los daños que se originan en este tipo de enfrentamientos o ataques rompen el principio de igualdad de las cargas públicas de quienes lo padecen, toda vez que el ordenamiento jurídico no establece el deber de soportar la afectación a derechos, bienes o intereses legítimos que ese tipo de confrontaciones lleva aparejado. 

En efecto, de las declaraciones de Durlanis Rebolledo Contreras, Alfredo Botero Ossa y del  informe rendido el 28 de octubre de 1992, por el Comandante de la Policía del Sexto Distrito de Arboletes, es posible concluir que por cuenta del ataque guerrillero se produjo la muerte de un ciudadano, esto es, del señor Libardo Bolívar Camacho, tanto así que se pone de presente que la mencionada circunstancia se produjo a causa del peligro inminente que generó la toma guerrillera; además, aquél fue reportado dentro del parte oficial como una de las víctimas directas que arrojó el execrable hecho. 
Así las cosas, si el infarto que aquejó al señor Bolívar Camacho fue producto de la toma guerrillera y, por consiguiente, los daños derivados a partir de esa actuación son imputables al Estado vía la configuración de un daño especial y anormal, resulta inexorable concluir que también es atribuible a la administración pública la muerte o el deceso del mencionado ciudadano. 

La relación causa en el mundo de la naturaleza, en estos eventos, entre una acción específica y la muerte, ha sido puesta de presente por diversos científicos, quienes han sostenido que la causa próxima (proximate causation) en estos supuestos, el deceso reside en el síndrome de estrés a que se somete a la persona que padece de una patología cardiovascular. A modo de ejemplo, los profesores Dimitrios Trichopoulos, Xenophon Zavitsanos, Klea Katsouyanni, Anastasia Tzonou, Panagiota Dalla-Vorgia, del Departamento de Higiene y Epidemiología de la Universidad de Atenas, trazaron científicamente la relación de causa – efecto (subyacente o próxima) entre el episodio de estrés que se produjo entre un temblor que afectó la ciudad de Atenas en 1981, y varias muertes derivadas de episodios cardíacos y de ateroesclerosis (forma más común de la arterioesclerosis) durante los dos años siguientes
. 
En efecto, la literatura médica consultada también destaca la estrecha y cercana relación que existe entre afecciones cardíacas y el estrés, de tal forma que episodios en los que se somete a una persona, que padece una patología de esta naturaleza, a una tensión muy elevada es altamente probable que los niveles de adrenalina liberados anticipen los efectos nocivos de la patología y, por lo tanto, puedan llegar a generar la muerte
.    

El doctor Matthew M. Burg, autor del capítulo 8 del libro sobre el corazón de la Facultad de Medicina de la Universidad de Yale, destaca lo siguiente: 

“Una de las más conocidas escalas de auto-evaluación para el estrés, es la de Reajuste Social desarrollada por Los Dres. Holmes y Rahe, de la Universidad de Washington en la década de 1960. Después de entrevistar a miles de los pacientes, los investigadores compilaron una lista de 43 eventos de la vida que se perciben en general como estresantes. No sorprende que la muerte de un cónyuge encabece la lista con 100 "puntos de tensión." Pero los acontecimientos que son positivos (logros personales) o que ocurren rutinariamente
año tras año (apertura de la escuela) también reciben un número considerable de puntos de tensión (28 y 26 puntos, respectivamente)… 

“Después de haber seguido a sus pacientes sobre una serie de año, los Doctores Holmes y Rahe llegaron a la conclusión de que una acumulación de 150 o más puntos de tensión en cualquiera año se asocia estadísticamente con un riesgo significativo de una enfermedad grave como un ataque al corazón en los próximos dos años… Estos investigadores señalaron que si bien algunos de los acontecimientos estresantes son imprevisibles o fuera del control de un individuo, los demás se pueden aplazar o evitar incluso por completo. Al anticipar los cambios en la vida, cuando sea posible, y la planificación para ellos, las personas pueden hacer mucho para prevenir la excesiva acumulación de estrés, y de puntos en un corto período de tiempo, por lo que se puede ayudar a mantener regulado el riesgo de estrés. Muchos de los acontecimientos de la vida más estresante que figuran en el Escala de Reajuste Social tienen una clara asociación con enfermedades del corazón. Por ejemplo, la reciente muerte de
un ser querido ha sido relacionado con un ataque al corazón. Así, también, pueden las intensas emociones que acompañan un evento catastrófico desencadenar un infarto de miocardio agudo, o muerte súbita. En devastadores terremotos como el de Atenas en 1981, muchos de los que perecieron murieron como consecuencia del miedo… Más recientemente, varios ataques cardiacos fatales se produjeron durante los ataques con misiles a las afueras de Tel Aviv en febrero de 1991.”

En ese orden de ideas, para la Sala existen los elementos de convicción que permiten establecer que la muerte del señor Bolívar Camacho se relacionó de manera directa con la toma guerrillera y, por lo tanto, en medio de ese ataque subversivo fue que se desencadenó el infarto que terminó con su vida. Así las cosas, del deceso del mencionado ciudadano es imputable fáctica y jurídicamente a la administración pública, toda vez que se produjo en medio de una confrontación entre la institucionalidad y un grupo al margen de la ley. 

Entonces, si bien el daño no tuvo origen directo en una acción bélica generada en el ataque o la defensa al mismo (v.gr. un disparo, una explosión, etc.), lo cierto es que sí encontró su génesis de forma indirecta en la misma, como quiera que fue lo que indujo a que se concretara la patología cardíaca, al grado tal que los testigos son enfáticos en señalar que el señor Libardo Bolívar sufrió la afección en pleno desarrollo del censurable hecho que terminó con la muerte de un policía, de un civil y la destrucción de varios bienes muebles e inmuebles. 

Así las cosas, mal haría la Sala en negar la reparación del daño deprecado, cuando se tiene seguridad de que el mismo se produjo: i) al momento de los hechos, ii) se encontraba relacionado con la patología que concretó la muerte del civil, y  iii) se trata de un daño antijurídico que no se estaba en la obligación de soportar y que, por lo tanto, es imputable a la administración pública en virtud del principio de igualdad frente a las cargas públicas. 

Ya la Sala en pasada oportunidad se refirió a la imputación de daños que se concretan por la actividad –directa o indirecta– de delincuentes que hostigan a la institucionalidad, en efecto, en la sentencia del 3 de mayo de 2007, exp. 16696, así se hizo, providencia cuyo contenido y alcance ya fue referido con anterioridad. 

7.6.2. En relación con los perjuicios morales deprecados por Libardo, Amparo, Martha Alicia, Luis Carlos, Zunilda María y Jorge Albeiro Bolívar, por la muerte de su padre, estos acreditaron ser hijos del Libardo Bolívar Camacho, conforme a los registros civiles de nacimiento allegados con la demanda
.  La señora Zunilda Petro Torres acreditó ser esposa del señor Bolívar conforme al registro civil de matrimonio obrante a folio 110 del cuaderno 2.

La Sala puede dar por probado el perjuicio moral sufrido por los actores con motivo de la muerte de su esposo y padre, en cuanto las reglas de la experiencia hacen presumir
 que el sufrimiento de un pariente cercano causa un profundo dolor y angustia en quienes conforman su núcleo familiar, en atención a las relaciones de cercanía, solidaridad y afecto, además de la importancia que dentro del desarrollo de la personalidad del individuo tiene la familia como núcleo básico de la sociedad. 

En este orden, se accederá a los requerimientos solicitados en la demanda motivo por el cual los perjuicios morales serán decretados, previa aclaración de que conforme a lo expresado en sentencia del 6 de septiembre de 2001, esta Sala ha abandonado el criterio según el cual se consideraba procedente la aplicación analógica del artículo 106 del Código Penal de 1980, para establecer el valor de la condena por concepto de perjuicio moral, y ha considerado que la valoración del mismo debe ser hecha por el juzgador en cada caso según su prudente juicio, y ha sugerido la imposición de condenas por la suma de dinero equivalente a cien (100) salarios mínimos legales mensuales, en los eventos en que aquél se presente en su mayor grado
. 

De allí que, respecto de los gramos de oro solicitados en la demanda como indemnización se hará la equivalencia a salarios mínimos legales mensuales del 2011, así: 
	Zunilda Petro Torres (cónyuge) 
	100 SMMLV

	Libardo Bolívar Petro (hijo)
	100 SMMLV

	Jorge Albeiro Bolívar Petro (hijo)
	100 SMMLV

	Zunilda María Bolívar Petro (hijo)
	100 SMMLV

	Luis Carlos Bolívar Petro (hijo)
	100 SMMLV

	Martha Alicia Bolívar Petro (hijo)
	100 SMMLV

	Amparo Bolívar Petro (hijo)
	100 SMMLV


7.6.3. En cuanto al prejuicio deprecado por los demandantes en la modalidad de lucro cesante, se tiene que en el experticio rendido en el proceso, se estableció que el señor Libardo Bolívar Camacho, era propietario de un establecimiento de comercio, que vendía en promedio  diariamente una cantidad equivalente entre $50.000 y $60.000, con utilidad del 15%, esto es, $15.000; los testimonios de Fabio de Jesús Rave, Julio Cesar Benítez Díaz, Abraham Torres Berrio y Nohelia Ceballos Suarez, señalaron que el señor Bolívar era propietario de un establecimiento de comercio denominado Almacén Bolívar, y que dicha actividad comercial le generaba los ingresos para la manutención de su grupo familiar.  

Para la Sala, los medios probatorios relacionados no dan certeza sobre las ganancias que le generaba la actividad comercial que ejercía el señor Bolívar Camacho, pero lo cierto es que de conformidad con los testimonios se puede colegir que éste, era una persona activa y con capacidad productiva, en consecuencia, habrá lugar a acceder a la pretensión de lucro cesante solicitada por Zunilda Petro Torres, para lo cual se liquidará el perjuicio con base en los criterios y fórmulas aplicadas en la actualidad por la jurisprudencia de la Sección. 

A efecto de liquidarlo, se tendrá como salario base el mínimo mensual legal vigente, pues las reglas de la sana crítica enseñan que una persona laboralmente activa, no podría devengar menos de este monto ($535.600); adicionalmente, dicho guarismo será incrementado en un 25% por concepto de prestaciones sociales ($669.500), y de este monto se reducirá un 25%, correspondiente al porcentaje que dedicaba a sus gastos personales ($502.125). 

-A Favor de la señora Zunilda Petro Torres  (Cónyuge)
Consolidado: Desde la fecha de la muerte del señor Libardo Bolívar Camacho (octubre de 1992) hasta la fecha de esta sentencia (septiembre de 2011), esto es, 153,00 meses, aplicando la siguiente fórmula:

                (1+i)n -1

S  = VA    -------------

                        I

              (1.004867)153.00-1

S  = VA  ---------------------  

                0.004867


S  = $ 502.125 x 226.403

S =  $113’682.606

Futuro: Desde la fecha  de esta sentencia (septiembre de 2011) hasta la fecha de vida probable de la víctima, menos el lucro cesante consolidado, esto es, 132,04 meses aplicando la siguiente fórmula:

                   (1+0.004867)n-1

S  =
VA  ------------------------

                    i (1+0.004867)n

                               (1.004867)132,04 - 1

S  =
502.125  --------------------------



             i (1.004867)132,04
S = $ 48’828.341

Total perjuicios materiales para Zunilda Petro Torres: ciento sesenta y dos millones quinientos diez mil novecientos cuarenta y siete pesos ($162’510.947). 

7.6.4. De otra parte, se observa que el señor Libardo Bolívar Petro, solicitó el reconocimiento del daño emergente, en razón a los gastos funerarios ocasionados con motivo de la muerte de su padre, Libardo Bolívar Camacho; la prueba allegada que acredita las erogación realizada por aquél, es la factura que obra a folio 548 del cuaderno No.1, por un valor de $460.000. Por lo tanto, se ordenará el pago de dicha suma, pero actualizada a la fecha de esta providencia, así:


                           108,35 (índice final) (septiembre de 2011)

Va = $460.000
      ------------------------------------------------- =  $ 1’893.655,oo




            26,32 (índice inicial) (octubre de 1992)
7.7. Los actores perjudicados materialmente con la destrucción de los bienes muebles, deprecaron se condenara a la entidad demanda a pagar 500 gramos de oro para cada uno de ellos por concepto de perjuicios morales. Frente a esto encuentra la Sala que ninguna actuación se desplegó para demostrar la cuantificación de esos daños. Así las cosas, se concluye que los demandantes no cumplieron con la carga de probar lo que alegaban de conformidad con el artículo 177 del Código de Procedimiento Civil, por lo que por ese preciso aspecto, no se ordenará condena alguna. 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

FALLA:
REVÓCASE la sentencia de 18 de febrero de 2000, proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia, en su lugar se decide:

1) Declárase patrimonialmente responsable a la Nación – Ministerio de Defensa, Policía Nacional-, por los daños ocasionados a los demandantes. 

2) Condénase a la Nación – Ministerio de Defensa, Policía Nacional-, a pagar, por perjuicios morales a Sofia Vergara Mórelo, Fernán Alonso Tabares Vergara y a Carmen Emilia Tabares Vergara, la suma equivalente en pesos a cien (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes, para cada uno de ellos. 

3) Condénase a la Nación – Ministerio de Defensa, Policía Nacional-, a pagar, a Sofia Vergara Mórelo, la suma de ciento sesenta y tres millones cuatrocientos cincuenta y dos mil novecientos ocho pesos ($163’452.908), por concepto de perjuicios materiales, en la modalidad de lucro cesante.

4) Condénase a la Nación – Ministerio de Defensa, Policía Nacional-, a pagar, a Carmen Emilia Tabares Vergara, la suma de cincuenta y un millones veintidós mil  setecientos veintidós pesos ($51’022.722), por concepto de perjuicios materiales, en la modalidad de daño emergente.

5) Condénase a la Nación – Ministerio de Defensa, Policía Nacional-, a pagar, a Fernán Alonso Tabares Vergara, la suma de veintiún millones seiscientos noventa y siete mil trescientos pesos ($21’697.300), por concepto de perjuicios materiales, en la modalidad de daño emergente.

6) Condénase a la Nación – Ministerio de Defensa, Policía Nacional-, a pagar, a María Cristina Jiménez Arroyave, la suma de treinta y nueve millones ciento ocho mil noventa y dos pesos ($39’108.092), por concepto de perjuicios materiales, en la modalidad de daño emergente.

7) Condénase a la Nación – Ministerio de Defensa, Policía Nacional-, a pagar, a María Cristina Jiménez Arroyave, la suma de diecinueve millones setecientos cincuenta y nueve mil ochocientos setenta y ocho pesos ($19’759.878), por concepto de perjuicios materiales, en la modalidad de lucro cesante.
8) Condénase a la Nación – Ministerio de Defensa, Policía Nacional-, a pagar, a Nelson Fabra Díaz, la suma de veinte millones quinientos ochenta y tres mil doscientos seis pesos ($20’583.206), por concepto de perjuicios materiales, en la modalidad de daño emergente.
9) Condénase a la Nación – Ministerio de Defensa, Policía Nacional-, a pagar, a Bertilda Recuero Villalobos, la suma de dieciséis millones cuatrocientos sesenta y seis mil quinientos sesenta y cinco pesos ($16’466.565), por concepto de perjuicios materiales, en la modalidad de daño emergente.

10) Condénase a la Nación – Ministerio de Defensa, Policía Nacional-, a pagar, a Luis Albeiro Cuartas Quiroz, la suma de treinta y dos millones novecientos treinta y tres mil ciento treinta pesos ($32’933.130), por concepto de perjuicios materiales, en la modalidad de daño emergente.

11) Condénase a la Nación – Ministerio de Defensa, Policía Nacional-, a pagar, a Yaneth Salazar Barrios, la suma de once millones quinientos veintiséis mil quinientos noventa y cinco pesos ($11’526.595), por concepto de perjuicios materiales, en la modalidad de daño emergente.

12)  Condénase a la Nación – Ministerio de Defensa, Policía Nacional-, a pagar, por perjuicios morales a Zunilda Petro Torres, Libardo Bolívar Petro, Jorge Albeiro Bolívar Petro, Zunilda María Bolívar Petro, Luis Carlos Bolívar Petro,  Martha Alicia Bolívar Petro y Amparo Bolívar Petro, la suma equivalente en pesos a cien (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes, para cada uno de ellos. 

13) Condénase a la Nación – Ministerio de Defensa, Policía Nacional-, a pagar, Zunilda Petro Torres, la suma de ciento sesenta y dos millones quinientos diez mil novecientos cuarenta y siete pesos ($162.510.947), por concepto de perjuicios materiales, en la modalidad de lucro cesante.

14) Condénase a la Nación – Ministerio de Defensa, Policía Nacional-, a pagar, a Libardo Bolívar Petro, la suma de un millón ochocientos noventa y tres mil seiscientos cincuenta y cinco pesos ($1’893.655,oo), por concepto de perjuicios materiales, en la modalidad de daño emergente.

 15) Niéganse las demás pretensiones de la demanda. 

16) Dese cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 176 y 177 del Código Contencioso Administrativo, para lo cual se expedirá copia de la sentencia de segunda instancia, conforme al artículo 115 del Código de Procedimiento Civil.

17) En firme esta providencia vuelva el expediente al Tribunal de origen.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

ENRIQUE GIL BOTERO


OLGA MÉLIDA VALLE DE LA HOZ


Presidente de la Sala




JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA
� “Ley 23 de 1991. Artículo 61. Durante el término de la vía gubernativa, el trámite de la conciliación suspenderá el de aquélla durante un plazo que no excederá de sesenta (60) días. 





“Cuando no fuere procedente la vía gubernativa o estuviere agotada, el procedimiento conciliatorio suspenderá el término de caducidad de la respectiva acción por un plazo no mayor de sesenta (60) días. 





“PARAGRAFO. No habrá lugar a conciliación cuando la correspondiente acción haya caducado”. 





Debe señalarse que la norma transcrita fue modificada por el artículo 81 de la ley 446 de 1998.


� “Decreto 173 de 1993. Artículo 10. DE LA SUSPENSIÓN DE LOS TÉRMINOS. La suspensión de los términos en la conciliación extrajudicial se contará a partir del día siguiente a la presentación de la solicitud correspondiente. Los términos se reanudarán cuando concluya el plazo de sesenta (60) días, previsto en el artículo 61 de la Ley 23 de 1991, o cuando sin haber precluido el interesado acredite que acudió ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo”.


� “ARTICULO 62. En los plazos de días que se señalen en las leyes y actos oficiales, se entienden suprimidos los feriados y de vacantes, a menos de expresarse lo contrario. Los de meses y años se computan según el calendario; pero si el último día fuere feriado o de vacante, se extenderá el plazo hasta el primer día hábil”.


� Folios 631 y 632 del Cuaderno No. 1


� Folios 547 a 563, y 589 a 590 del Cuaderno No. 1


� Folios 105 a 107 del Cuaderno No. 1


� Corte Suprema de Justicia, Auto del 8 de septiembre de 1993, Exp. 3446, M.P. Carlos Esteban Jaramillo Schloss. 


� Gaceta Judicial, T LII, pág.306.


� Folio 110 y 111 de Cuaderno No. 1


� Obrantes de folios 8 y 9 del cuaderno No. 2.


� Art. 254, CPC.: “Las copias tendrán el mismo valor probatorio del original, en los siguientes casos:


“1. Cuando hayan sido autorizadas por notario, director de oficina administrativa o de policía, o secretario de oficina judicial, previa orden del juez, donde se encuentre el original o una copia autenticada.


“2. Cuando sean autenticadas por notario, previo cotejo con el original o la copia autenticada que se le presente. 


“3. Cuando sean compulsadas del original o de copia autenticada en el curso de inspección judicial, salvo que la ley disponga otra cosa.”





� Ver sentencias del 18 de septiembre de 1997, expediente 9666; del 8 de febrero de 2001, expediente 13.254; del 17 de mayo de 2001, expediente 12.370; del 21 de febrero de 2002, expediente: 05001-23-31-000-1993-0621-01(12789).


� En la aclaración del dictamen, presentada el 19 de agosto de 1997, los peritos se fundamentaron de manera general en lo siguiente: “Las bases que tuvimos para el peritazgo fueron; declaraciones, visita a Arboletes, entrevistas, documentos y dueños de almacenes como San Andresito, laboratorios, Caja Agraria, el dueño o trabajador del almacén el Rubi y fotocopias de algunos documentos que nos facilitaron las partes. Incluso acompañamos algunas fotocopias que tenemos en nuestro poder y por lo tanto consideramos que no es necesario retirar el proceso” (folio 590, cuaderno 1). 


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia de 23 de mayo 23 de 2002, Exp. 6277.


� VALENCIA ZEA, Arturo y ORTIZ MONSALVE, Alvaro. Derecho Civil, Derechos Reales. Bogotá. Tomo II. 1996. p. 507. 


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de 24 de agosto de 2000, expediente No. 10.821.


� BETANCUR JARAMILLO, Carlos, De la prueba – Aspectos Generales, Medellín, Universidad de Antioquia, 1973, pág. 241.


� Acerca del contenido y alcance del concepto de daño antijurídico en la teoría jurisprudencial colombiana, es posible consultar, entre otras, las siguientes providencias proferidas por esta misma Sección: Sentencias de 8 de mayo de 1995, exp. 8118; 5 de agosto de 2004, exp. 14.358 y, 7 de diciembre de 2005, exp. 14.065. 


� Al respecto ver sentencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado proferida el 9 de junio de 2010, expediente 18.536 C.P. Mauricio Fajardo Gómez. 


� Sentencia del 7 de septiembre de 1998, expediente 10.921.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 20 de septiembre de 2001, expediente 13.553, actores: Martha Morales y otros. C.P. Alier Eduardo Hernández.


� Sobre el carácter de la presunción bajo las reglas de la experiencia el tratadista Gustavo Humberto Rodríguez manifestó: “La presunción como regla de experiencia. – La acción humana va siempre acompañada de conocimiento. El hombre conoce la realidad en la cual actúa, por medio de dos instrumentos: la experiencia y la ciencia. Con la experiencia conoce empíricamente, objetivamente, llevando por la observación a que se ve impelido por la acción. Con las ciencia sistematiza sus conocimientos, profundiza críticamente en ellos, los verifica y los explica metódicamente. El análisis empírico lo lleva a formular juicios de experiencia; el científico lo conoce a expresar juicios científicos, que serán absolutos mientras la misma ciencia no los desvirtúe. A su vez, los juicios o reglas de la experiencia, en virtud de ese carácter meramente empírico o práctico, solo expresan un conocimiento inconcluso o de probabilidad. La experiencia es un conjunto de verdades de sentido común, dentro de las cuales hay muchos grados que lindan con el científico…” (Gustavo Humberto Rodrígues. Presunciones. Pruebas Penales Colombianas Tomo II. Ed. Temis, Bogotá 1970 pag 127 y s.s. Quiceno Álvarez Fernando. Indicios y Presunciones. Compilación y Estractos. Editorial Jurídica Bolivariana. Reimpresión 2002 ) (negrilla de la Sala)


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 3 de mayo de 2007, exp. 16696, M.P. Enrique Gil Botero. 


� Oportunidad en que el Consejo de Estado conoció la demanda de El Siglo S.A. contra la Nación, en virtud del cerco policial y la suspensión de servicios de que habían sido objeto las instalaciones del rotativo durante 27 días, medios con los que pretendió impedir que la multitud destrozara la maquinaria del periódico. 


� Consejo de Estado, sentencia de julio 27 de 1947. C.p. Gustavo A Valbuena.


� En este sentido esta Corporación ha consagrado: “Se ha reconocido por la doctrina y la jurisprudencia que se compromete la responsabilidad patrimonial de la administración pública cuando ésta, en ejercicio de sus competencias y obrando dentro del marco de las disposiciones legales, causa con su actuación un perjuicio de naturaleza especial y anormal a un administrado, un daño que excede el sacrificio que el común de los ciudadanos debe normalmente soportar en razón de la peculiar naturaleza de los poderes públicos y de la actuación estatal.”Extractos de Jurisprudencia, Tomo III, Enero, Febrero y Marzo de 1989, pag. 249 y 250, citado en CONSEJO DE ESTADO, Sección Tercera, C.p. Juan de Dios Montes Hernández, 1º de agosto de 1991, p. 13.


� Entre otras, CONSEJO DE ESTADO, Sección Tercera, No. de radicación 16205, de Agosto 1º de 2005, C.p. María Helena Giraldo, caso de las lesiones sufridas por un conscripto


� Entre otros, CONSEJO DE ESTADO, Sección Tercera, expediente 4493, C.p. Carlos Betancur Jaramillo; y CONSEJO DE ESTADO, Sección Tercera, No. de radicación 24671, de diciembre 13 de 2005, C.p. Alier Eduardo Hernández Enríquez.


� En la ya mencionada sentencia del CONSEJO DE ESTADO, de julio 27 de 1947. C.p. Gustavo A Valbuena.


� CONSEJO DE ESTADO, Sección Tercera, expediente 5502, C.p. Juan de Dios Montes Hernández, 1º de agosto de 1991.


� CONSEJO DE ESTADO, Sección Tercera, expediente No. 6097, C.p. Julio Cesar Uribe Acosta, 20 de marzo de 1992.


� CONSEJO DE ESTADO, Sección Tercera, expediente 6110, C.p. Policarpo Castillo Dávila, sentencia de 24 de abril de 1991.


� En donde resulta especialmente enunciativo un párrafo de dicha providencia, que se trascribe


“No puede perderse de vista que de no hacerse responsable a la Nación colombiana, como se enuncia en el párrafo anterior, bien, aplicando el principio de responsabilidad por daño especial, ora siguiendo las enseñanzas de quienes abogan por la responsabilidad originada en el desequilibrio o rompimiento de las cargas públicas (o desigualdad de los ciudadanos ante la ley), o, por último, como lo entiende esta Sala, según la teoría de la “lesión” al patrimonio de administrado, se desconocería la noción de equidad.”


� CONSEJO DE ESTADO, Sección Tercera, expediente No. 7716, C.p. Julio Cesar Uribe Acosta, 17 de junio de 1993.


� CONSEJO DE ESTADO, Sección Tercera, expediente No. 4655, C.p. Dr. Antonio José Irisarri Restrepo, en Extractos de Jurisprudencia del consejo de Estado, primer trimestre de 1989, Tomo III, Publicaciones Caja Agraria, Bogotá, p. 249 y 250.


� Exigencia que se deriva de la idea de “sistema” del ordenamiento jurídico, es decir, de cuerpo único y armónico de normas jurídicas, que se relacionan con base en reglas de jerarquía, competencia y vigencia. Es esta la base del principio de hermeneútica conforme a la Constitución, que exige la interpretación y aplicación de las normas infraconstitucionales con armonía y estricta observancia de los preceptos constitucionales. En este sentido Corte Constitucional se ha referido al principio de interpretación de la ley conforme a la Constitución, entre otras en la sentencia C-070 de 1996 y C-038 de 2006.


� Corte Constitucional, Sentencia C–1547 de 2000, M.P. (e): Cristina Pardo Schlesinger, demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 38 numeral 1 del Código de Procedimiento Civil.


� CONSEJO DE ESTADO, Sección Tercera, C.P. Pedro Gómez Parra, septiembre 30 de 1949.


� En este sentido ha expresado esta corporación:


“todo perjuicio anormal, que por su naturaleza e importancia exceda las molestias y los sacrificios corrientes que exige la vida en sociedad, debe ser considerado como una violación de la igualdad de los ciudadanos delante de las cargas públicas, y por consiguiente debe ser reparado”


CONSEJO DE ESTADO, Sección Tercera, C.p.: Guillermo González Charry, abril 21 de 1966.


� CONSEJO DE ESTADO, Sección Tercera, rad. 8490, 27 de enero de 2000, C.P. Jesús María Carrillo Ballesteros.


� Sentencia T-429 de 1994 M.p. Antonio Barrera Carbonell


� Razón que, precisamente, justifica la existencia de un régimen de responsabilidad especial que juzgue adecuadamente los perjuicios que se presenten en estos casos.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 16 de julio de 2008, exp. 15821, M.P. Myriam Guerrero de Escobar. Ver igualmente, sentencia


� Sentencia de 3 de mayo de 2007, expediente 16696


� “(…) el miedo-heraldo de la muerte- no es, ni más ni menos, que la emoción con que se causan, en los niveles superiores del reino animal, los fenómenos de parálisis o de detención del curso vital que se observan hasta en los más sencillos seres vivos unicelulares, cuando se ven sometidos a bruscos o desproporcionados cambios en sus condiciones ambientales de existencia.”  Emilio Mira y López. Cuatro Gigantes del Alma. Colección de Estudios Humanísticos. Pág. 13. Ed. El Ateneo Buenos Aires. Octava Edición.


� Cf. Dimitrios Trichopoulos, Xenophon Zavitsanos, Klea Katsouyanni, Anastasia Tzonou, Panagiota Dalla-Vorgia, “PSYCHOLOGICAL STRESS AND FATAL HEART ATTACK: THE ATHENS (1981) EARTHQUAKE NATURAL EXPERIMENT”, consultado en la página web � HYPERLINK "http://www.sciencedirect.com/science/article/pii/S0140673683914393" �http://www.sciencedirect.com/science/article/pii/S0140673683914393�  el 10 de octubre de 2011.


� “El estrés en sí es un factor de riesgo para enfermedades del corazón, lo que puede ser debido a que el estrés crónico expone el cuerpo a niveles poco saludables, persistentemente elevados de hormonas como la adrenalina y el cortisol. Los estudios también vinculan el estrés a los cambios en la formación de coágulos sanguíneos, lo que aumenta el riesgo de ataque al corazón.” (traducción libre) � HYPERLINK "http://www.medicinenet.com/stress_and_heart_disease/article.htm" �http://www.medicinenet.com/stress_and_heart_disease/article.htm�, página web consultada el 11 de octubre de 2011.


� Cf. BURG, Matthew M. “Stress, Behavior, and Heart Disease”, en: A.A.V.V., “Heart Book”, Yale University School of Medicine, 1992, pág. 98. (Traducción libre). Consultado en la página web � HYPERLINK "http://www.med.yale.edu/library/heartbk/" �http://www.med.yale.edu/library/heartbk/� el 11 de octubre de 2011. 


� Folios 112, 113, 114, 115, 116, y 118 del cuaderno 2.


� Sobre el carácter de la presunción bajo las reglas de la experiencia el tratadista Gustavo Humberto Rodríguez manifestó: “La presunción como regla de experiencia. – La acción humana va siempre acompañada de conocimiento. El hombre conoce la realidad en la cual actúa, por medio de dos instrumentos: la experiencia y la ciencia. Con la experiencia conoce empíricamente, objetivamente, llevando por la observación a que se ve impelido por la acción. Con la ciencia sistematiza sus conocimientos, profundiza críticamente en ellos, los verifica y los explica metódicamente. El análisis empírico lo lleva a formular juicios de experiencia; el científico lo conoce a expresar juicios científicos, que serán absolutos mientras la misma ciencia no los desvirtúe. A su vez, los juicios o reglas de la experiencia, en virtud de ese carácter meramente empírico o práctico, solo expresan un conocimiento inconcluso o de probabilidad. La experiencia es un conjunto de verdades de sentido común, dentro de las cuales hay muchos grados que lindan con el científico…” (Gustavo Humberto Rodrígues. Presunciones. Pruebas Penales Colombianas Tomo II. Ed. Temis, Bogotá 1970 pag 127 y s.s. Quiceno Álvarez Fernando. Indicios y Presunciones. Compilación y Estractos. Editorial Jurídica Bolivariana. Reimpresión 2002 ) (negrilla de la Sala)


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 6 de septiembre de 2001, expediente 13.232-15.646.








